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    PREFACIO


    Este libro pretende hacer algo relativamente nuevo en España, aunque no tanto en otros países europeos, en concreto, trazar un balance científico-político de un gobierno durante la duración de su mandato, el de la segunda legislatura del gobierno socialista presidido por José Luis Rodríguez Zapatero. La pretensión del equipo que lo ha redactado, compuesto en su mayor parte por miembros del departamento de Ciencia Política y de la Administración de la UNED, es inaugurar con él una serie que pretendemos prosiga con los sucesivos gobiernos.


    Al redactarlo, sin embargo, nos dimos cuenta de que, para tratar con solvencia la segunda legislatura de Rodríguez Zapatero necesitábamos ponerla en perspectiva y en su debido contexto. Esto nos llevó a la convicción de que, aunque las dos legislaturas socialistas sean bastante independientes entre sí debido sobre todo a la coyuntura exterior, no sería posible alcanzar una comprensión cabal de la segunda sin presentar, aunque fuera sumariamente, los elementos de la primera. Solo así puede verse en qué medida la segunda indica continuación o corrección de aquella.


    Esto es lo que los compiladores hemos intentado en el capítulo primero, que encabeza la obra precisamente con una especie de resumen de la primera legislatura de Rodríguez Zapatero sobre todo a los efectos de dejar constancia de cómo estaba la situación cuando el Secretario General del PSOE asumió los poderes de presidente por segunda vez. Hemos sido sucintos y nos hemos limitado a hacer una somera presentación de los ocho temas que consideramos fueron esenciales en el primer mandato y, en alguna medida, condicionaron el futuro. Por eso consideramos las elecciones de 2004; la actitud de la oposición de la derecha, el espíritu de las políticas públicas del gobierno de Zapatero desde el primer momento en la línea del republicanismo cívico, que ejerció notable influencia en el presidente; la coyuntura económica de prosperidad en que discurrió la legislatura; la confrontación con la iglesia, que se radicalizó con la legislación socialista en materia de aborto, igualdad de género y derechos de los homosexuales; la cuestión territorial, agudizada con los proyectos de reforma de los estatutos; la lucha contra el terrorismo, que se caracterizó por ir de consuno con un intento de negociación con la banda etarra; la política exterior, en la que se produjeron las variaciones más acusadas en relación con la legislatura conservadora anterior. Esperamos haber acertado.


    Tras esta introducción, el resto del balance detallado corresponde a los otros 17 capítulos de la obra, escritos todos ellos por especialistas, y que presentan estos y otros temas y su desarrollo durante el segundo mandato de Rodríguez Zapatero.


    César Colino (UNED)


    Ramón Cotarelo (UNED)

  


  
    CAPÍTULO 1

    INTRODUCCIÓN. LA PRIMERA LEGISLATURA DE RODRÍGUEZ ZAPATERO


    César Colino


    UNED


    Ramón Cotarelo


    UNED


    1. «PRESIDENTE POR ACCIDENTE» (LAS ELECCIONES DE 2004)


    Las elecciones de 14 de marzo de 2004 tuvieron lugar a la sombra del hecho más dramático, por sus dimensiones, que se haya producido en España en lo que va de siglo: un atentado terrorista, el mayor habido en Europa nunca, de factura islámica, que dejó 191 muertos y 1.198 heridos. El bárbaro acto tuvo lugar el 11 de marzo de aquel año, obligó a clausurar la campaña electoral y no solo marcó los resultados de las elecciones en sí mismos sino el conjunto del primer mandato de Zapatero. Los mejores y más completos estudios sobre dicha consulta electoral (Montero, 2008; Sampedro, 2008) además de ocuparse de los aspectos técnico-políticos de ésta, dedicaron abundantes páginas a considerar desde un punto de vista empírico, científico, la cuestión que habría de presidir el debate político de casi toda la legislatura: ¿fue el atentado el causante de que, contra todos los pronósticos de los sondeos, el gobernante PP, con mayoría absoluta, perdiera las elecciones y las ganara el PSOE por mayoría relativa? ¿Fue, no causa, pero sí catalizador? ¿Fue irrelevante?


    Para la derecha, sobre todo sus sectores más radicales y extremos, estuvo claro desde el primer momento que la victoria socialista había sido debida al impacto de la masacre y a la agitación que se vivió en los días subsiguientes hasta el momento de la votación. Es más, se llega a sugerir que esa derrota era precisamente el objetivo que buscaban los terroristas. Según esta versión, el gobierno gestionó adecuadamente el atentado y sus consecuencias, aplicando los protocolos previstos para actos de terrorismo, atribuyéndoselo en un principio a ETA pero con la flexibilidad necesaria para seguir otras pistas de indagación. La autoría de ETA era, se decía, lo más verosímil y hasta el lehendakari Ibarretxe se la había atribuido a la banda terrorista (Rodríguez, 2004). Fue la utilización demagógica que el PSOE hizo del hecho, el modo en que agitó a las masas, lanzándolas contra las sedes locales del PP y la intervención de Rubalcaba en la noche de reflexión diciendo que «los españoles merecen un gobierno que no les mienta» los que propiciaron el vuelco. Así, al menos, viene a sugerir cautamente Mariano Rajoy (Rajoy, 2011). Sin embargo, él mismo había publicado en ese día de reflexión una entrevista en el diario El Mundo, en la que decía tener «la convicción moral de que fue ETA»1 y eso el sábado 13, cuando ya estaba claro que ETA no era la responsable.


    Desde el mismo comienzo del día 11, Al-Qaeda se responsabilizó del atentado y Arnaldo Otegi, en el País Vasco, declaró temprano por la mañana que no había sido ETA sino el terrorismo islámico. Éste vino a decir que el atentado era la respuesta a la participación de España en la guerra del Iraq. Aunque el gobierno ignoró estos datos y se obstinó en achacar la autoría a ETA, a lo largo de ese mismo día 11 ya quedó claro que los responsables eran terroristas islamistas. El interés del primero en mantener viva la pista de ETA respondía a un elemental cálculo de supervivencia: si los terroristas eran de ETA, ganaría las elecciones el PP; si eran islamistas, las perdería, porque la gente vincularía en relación de causa efecto la masacre con la entrada de España en la guerra del Iraq decidida por Aznar en 2003, una guerra extraordinariamente impopular en España. En un sentido algo más inmoral, también cabía que el cálculo consistiera en mantener la ficción de ETA, al menos hasta la celebración de las elecciones.


    En la izquierda se sostenía asimismo que, ya desde el primer momento, el gobierno ocultó datos y se propuso engañar a la ciudadanía y que fueron precisamente la citada guerra del Iraq y la pésima gestión del atentado, considerado como una «mentira de Estado» (Rodríguez, 2004) las causas de la derrota del PP.


    Algunos estudiosos, sin embargo (Santamaría, 2004) sostienen que ni el atentado ni la gestión de éste fueron los factores decisivos para explicar el resultado electoral, ya que éste fue la manifestación última de una tendencia que venía dándose desde días, semanas atrás. Una hipótesis apoyada en sólidas pruebas empíricas. Siendo esto así, la conclusión es que el PSOE habría ganado las elecciones aun sin atentado.


    Todo lo anterior no fue óbice para que la derecha, tanto el PP como sus partidarios mediáticos, insistieran en su argumentación de que Zapatero había llegado a La Moncloa a lomos del atentado y en ese espíritu se acuñó la expresión de «Presidente por accidente». Y no solamente esta expresión. A partir de entonces se inició una campaña de descrédito de las investigaciones policiales y del proceso penal posterior que condenó a los islamistas en la creencia de que ambas actividades (las indagaciones y el proceso) eran puros subterfugios para ocultar más que descubrir la verdad; para ocultar la pista etarra y presentar falsamente la islamista. En esta actitud es en donde se origina el espíritu de crispación que caracterizó toda la primera legislatura de Zapatero (Jáuregui, 2008; Papell, 2008). Tanto la derecha en la oposición como los medios que la apoyaban exigían perentoriamente que el gobierno confesara la verdad y dejara de amañar una «versión oficial». Fue manifestación del fenómeno que dio en llamarse la «conspiranoia» y que en gran medida seguía vivo ocho meses más tarde. Todavía en noviembre de 2004, en una comparecencia ante la comisión parlamentaria de investigación, el expresidente Aznar sostenía por implicación que la responsable era ETA, al decir que no pensaba que los «autores intelectuales de los atentados», que buscaban «volcar las elecciones», estuvieran en «desiertos muy remotos o montañas muy lejanas». En definitiva, decía Aznar, la masacre iba dirigida, en realidad, contra el gobierno del PP2 y en la trama, se insinuaba, se encontraba el PSOE y sus medios afines.


    Efectivamente, la sombra del 11-M planeó sobre toda la primera legislatura de Zapatero alimentando teorías conspirativas y desprestigio de las fuerzas de seguridad del Estado que llegaron hasta el mismo juicio por los hechos, celebrado entre febrero y julio de 2007, en el que se condenó a los islamistas y sus cómplices españoles a miles de años de cárcel. A partir de entonces, bajó algo el tono, pero las teorías de la conspiración siguieron funcionando como se demuestra por el enésimo intento de reabrir el caso a cargo de la jueza Coro Cillán todavía en 20123. Creía la magistrada que de las declaraciones de los expertos en explosivos podían seguirse pistas que obligasen a replantear todo el proceso, en la línea de la «conspiranoia». Y lo mismo parecía pensar Rajoy, al asegurar que, de descubrirse nuevos indicios sería necesario que los tribunales reabrieran la causa. La «convicción moral» de 2004 dejaba huella (Rajoy, 2011).


    
      
        1 El Mundo, 13 de marzo de 2004. http://www.elmundo.es/elmundo/2004/03/13/espana/1079151420.html

      


      
        2 El Mundo, 30 de noviembre de 2004. http://www.elmundo.es/elmundo/2004/11/29/espana/1101724074.html

      


      
        3 Intereconomía, 8 de enero de 2012. http://www.intereconomia.com/noticias-gaceta/politica/juez-11-m-no-desfallece-y-prosigue-semana-toma-declaraciones-20120107

      

    

  


  
    2. LA ESTRATEGIA DE OPOSICIÓN DEL PP: EL GOBIERNO DE ZAPATERO FRENTE A LA POLARIZACIÓN POLÍTICA Y MEDIÁTICA


    Estas teorías de la conspiración parecían, sin embargo, no ser una manifestación aislada, sino más bien una ilustración más del modo en que durante toda la legislatura iba a mostrarse el estilo o estrategia de oposición del PP. Así, debido a una serie de decisiones de su líder y espoleado por una derecha mediática excitada, el PP iniciaba lo que parecía ser una estrategia deliberada de confrontación, que un siempre optimista y comprensivo presidente Zapatero calificó aún en diciembre de 2004 como «un acceso febril que pasará»4, pero que desembocaría en un clima continuo de crispación política sistemática y duradera que recordaba al creado durante los años finales de Felipe González y que llegó a tener efectos sobre la ciudadanía.


    Esta estrategia de polarización o crispación, que se define por buscar «el enfrentamiento en algunas cuestiones centrales de la vida política», y que impedía toda cooperación «mediante un lenguaje bronco y tremendista que contribuye a crear la sensación de estar permanentemente al borde del abismo» (Fundación Alternativas, 2008: 24), ha planteado un debate entre aquellos estudiosos que lo interpretan como un fenómeno deliberado y reprobable de deslealtad democrática, y aquellos que, o bien han negado tal estrategia deliberada, o la han considerado una respuesta legítima y justificada a la políticas supuestamente radicales emprendidas por Zapatero y a sus alianzas con minorías que pretendían la ruptura de los consensos constitucionales existentes. En cualquier caso, todos los indicios apuntan claramente a que existió una estrategia deliberada de confrontación que ha podido ser estudiada en detalle desde la ciencia política, generando una interesante discusión académica.


    Así, por ejemplo, varios trabajos han tratado de establecer los rasgos definitorios de tal estrategia de confrontación, polarización, o crispación (Maihold, 2007) o la han comparado con la situación en otros países y con el pasado en España, especialmente el periodo de 1993-96 (Maravall, 2008) o referido a una tradición de la derecha (González Casanova, 2009) o la vida política españolas (Gil Calvo, 2008). Maravall (2008), por ejemplo, ha analizado los componentes de esa estrategia, señalando como rasgos típicos: a) la sistemática descalificación del líder del partido competidor («bobo solemne», «traidor a las víctimas del terrorismo»), recurriendo permanentemente a un tono ofensivo para dirigirse al presidente del gobierno, que intenta destruir la reputación del adversario; b) la cuidadosa selección de los temas con los que se descalifica al contrario (se rompe España, se negocia con los terroristas), y que suelen ser temas transversales, no divisivos ideológicamente; o c) la alianza con colectivos extraparlamentarios, como una parte del poder judicial, los poderes fácticos económicos o mediáticos, etc. Otros autores han tratado de encontrar explicaciones a esta estrategia, poniéndola en relación con nuestro sistema mediático de pluralismo polarizado e interpretándola como una estrategia u opción racional de los partidos (González y Bouza, 2009), que intentarían movilizar al electorado desmovilizado, tratando así de «achicar el centro mediante incentivos para que sus potenciales habitantes lo abandonen, alineándose con alguno de los frentes en conflicto».


    Por último, no faltan tampoco autores que han interpretado la estrategia de polarización como fruto de las dificultades del PP de asimilar su inesperada derrota electoral en 2004, o sus problemas de liderazgo débil o cuestionado en manos de fuerzas mediáticas radicales, que explicarían esta línea de oposición del PP. O, coincidiendo con la justificación oficial del PP, las explicaciones que simplemente atribuyen la responsabilidad de la crispación al gobierno del PSOE que, con su proyecto radical y aliado con minorías antiespañolas o antisistema (por ejemplo, manifestado en el tantas veces denostado Pacto del Tinell), habría quebrado los consensos que venían rigiendo la política española desde la Transición. Así, López Nieto (2008) destaca la responsabilidad de Zapatero en la ruptura de los consensos y acuerdos en política exterior, política antiterrorista y política autonómica, así como la imposibilidad de renovación de los órganos constitucionales. Se atribuye también al gobierno socialista un intento de excluir y deslegitimar a la derecha mediante alianzas con partidos de ámbito no estatal. Todo ello explicaría, según esta argumentación, la dura reacción del PP ante el peligro que este gobierno suponía para España y ante la negativa de Zapatero a buscar el apoyo del principal partido de la oposición en esos temas.


    Sin embargo, existen evidencias que hacen menos plausible estas explicaciones, como se muestra por la selección de temas en los que se centra esta estrategia y en el ocasional comportamiento cooperativo del PP en algunas leyes o el hecho de que el comportamiento de confrontación se iniciara antes de las supuestas reformas radicales del gobierno, por ejemplo ya en la Comisión de Investigación sobre el 11-M que se constituyó en mayo de 2004 (Fundación Alternativas, 2008). Sea como fuere, algunos ejemplos de la legislatura y los asuntos objeto preferente de la estrategia de confrontación permiten entender mejor este estilo de oposición del PP de 2004-2008. Así, los temas que fueron objeto permanente de polarización fueron, cronológicamente, el 11-M, la reforma de los estatutos, en especial el de Cataluña, y la negociación con la banda terrorista ETA. Asimismo, sus críticas al gobierno se centraron en la derogación de leyes del gobierno de Aznar como el Plan Hidrológico Nacional o la LOCE, en la política exterior, en especial, la relación con EEUU, en la política inmigratoria de regularización, en la ampliación del matrimonio y la adopción a las parejas del mismo sexo. En su acción parlamentaria, el PP recurrió ante el TC la ley del matrimonio homosexual, votó contra la de protección de los transexuales, se abstuvo en la de igualdad de género, se opuso a la que elimina las donaciones anónimas a los partidos y rechazó la de educación para la ciudadanía, tachándola de totalitaria y marxista (González Casanova, 2009).


    Por lo que atañe a los temas principales de su estrategia de oposición, la reforma del estatuto de Cataluña fue repetidamente denunciada por el PP como una reforma encubierta de la Constitución que pondría en peligro la unidad de España. Respecto al proceso de negociación con ETA, abierto a raíz del alto el fuego permanente declarado en 2006, el PP también se opuso a la labor del Gobierno y a la opinión del resto de grupos parlamentarios. Eso supuso que, por primera vez en la democracia, el principal partido de la oposición no apoyaba la política antiterrorista del gobierno, a pesar de que había precedentes de negociación con ETA incluso en el gobierno de Aznar. Por otro lado, sin embargo, el PP votó favorablemente algunas leyes del gobierno como la Ley de Violencia de Género o la Ley de Dependencia, si bien es cierto que algunos de los gobiernos autonómicos de su partido como el de Madrid tratarían posteriormente de boicotear su implantación. Asimismo, el PP apoyaría en las Cortes los Estatutos de Valencia y Andalucía, Aragón o Baleares, algunos de cuyos artículos eran idénticos a los del Estatuto catalán recurrido por el PP en el Tribunal constitucional.


    Como se ha apuntado más arriba, parte de la estrategia de oposición del PP en la primera legislatura lo constituía complementariamente el recurso sistemático al Tribunal Constitucional en todas las leyes reformistas del gobierno e incluso una ofensiva para predeterminar el voto de este mediante una estrategia de recusaciones de jueces considerados «progresistas». Por último, y como tercer pilar de su oposición, el PP recurrió a la protesta en la calle, aliado con otras organizaciones de la sociedad civil o la jerarquía eclesiástica. Así, los líderes del PP convocaron o participaron en manifestaciones contra la devolución de los papeles de Salamanca, contra los matrimonios homosexuales, o contra la Ley Orgánica de Educación. En otras ocasiones participaron en marchas convocadas por algunas asociaciones de víctimas del terrorismo o por el Foro Español de la Familia. En marzo de 2007, por ejemplo, el PP convocó una manifestación para protestar contra la excarcelación del etarra De Juana Chaos. Asimismo, al final de 2005, el PP inició una campaña de recogida de firmas por toda España en contra del proyecto de estatuto de Cataluña y solicitando un referéndum sobre el tema.


    Ya al final de la legislatura, la estrategia de confrontación en la oposición del PP pareció suavizarse. De este modo, desde mediados de 2007 se observa una sustitución de los temas que habían constituido sus favoritos para la oposición, como el tema territorial y el terrorismo, por otros temas de los que prácticamente no se había ocupado en su oposición, como los asuntos económicos, lo que se explica sin duda por el agotamiento electoral de aquellos, el cambio de la estrategia del gobierno frente a ETA y el inicio de ciertas inseguridades económicas y primeros signos de la crisis internacional que podían explotarse electoralmente (Cernuda, 2008). En todo caso, la polarización volvió a aumentar durante la campaña electoral para las elecciones de 2008, reforzándose tanto el negativismo de los discursos como la personalización de las campañas, fomentado además por el recurso a los debates electorales entre candidatos y el despliegue de polarización bipartidista puesto en marcha por los medios de comunicación (Sampedro y Seoane, 2009).


    
      
        4 El País, 7 de diciembre de 2004. http://elpais.com/diario/2004/12/07/espana/1102374008_850215.html

      

    

  


  
    3. EL ESPÍRITU REPUBLICANO, LA IGUALDAD, LOS DERECHOS DE LAS MINORÍAS


    La tradición ideológica del PSOE ha sufrido algunos giros a lo largo de sus más de 130 años de historia. Nacido en 1879 como un partido marxista que propugnaba una revolución proletaria para acabar con el capitalismo, la realidad histórica fue obligándolo a moderar su programa inicial, si bien no de una forma regular o constante sino a modo de zigzag, pues, tras el radicalismo de la primera época, llegaría la política de colaboración con la dictadura de Primo de Rivera y, después de ésta, la nueva radicalización revolucionaria experimentada durante la segunda república. El último giro estratégico importante del socialismo español tuvo lugar con el abandono expreso del marxismo como referente teórico a instancias de Felipe González durante el 28º congreso federal en 1979. Desde entonces, el PSOE se ha caracterizado por una práctica y una teoría socialdemócratas en línea con los otros partidos socialistas europeos.


    El renovado vigor que tomó el neoliberalismo en Occidente a partir de los años ochenta del siglo XX y el hundimiento del comunismo en los noventa afectaron también de modo crítico al socialismo, enfrentado a una fortalecida hegemonía del pensamiento conservador, cuyo mayor interés consistía en el desmantelamiento del Estado del bienestar. En estas circunstancias, algunos de los partidos socialistas europeos más significativos (el laborismo británico y la socialdemocracia alemana) se consideraron obligados a hacer una renovación teórica que volviera a convertirlos en una oferta atractiva para unos electorados que llevaban años dándoles la espalda. Así se formularon las reformas de la tercera vía en el Reino Unido (Giddens, 1998) y del Nuevo Centro (Neue Mitte) en Alemania. De hecho, los dos presidentes del gobierno inglés y alemán, Tony Blair y Gerhard Schröder publicaron un manifiesto conjunto en 1999 en el que se decía que la renovación de la socialdemocracia era una forma de superar la vieja dicotomía entre izquierda y derecha5. La idea no era tanto suscribir la consabida suposición de que las diferencias entre izquierdas y derechas fueran irrelevantes (que es una vieja idea de la derecha) sino hacer que la socialdemocracia incorporase valores que hasta entonces había dejado indebidamente a la derecha (Giddens, 1996).


    En una situación similar de agotamiento del modelo socialdemócrata tradicional y de necesidad de dar respuesta a una derecha crecida y sólida que en España gobernaba con mayoría absoluta, Rodríguez Zapatero recurrió a la teoría del republicanismo cívico del filósofo político Philip Pettit, algo que hacía tanto por convicción propia como por conveniencia electoral. Esta concepción republicana, de firmes raíces clásicas y que recuerda la teoría de Hannah Arendt, arranca de la primacía de los valores cívicos (Pettit, 1997) y de la idea de la libertad como «no dominación» (Pettit, 2001), una teoría que centra su interés en los componentes de libertad e igualdad de los idearios liberal y socialdemócrata al mismo tiempo como garantías de la dignidad de las personas en democracia.


    El republicanismo cívico ha caracterizado la obra legislativa del primer mandato de Zapatero hasta el punto de que se la reconoce por él, llegando a pasar una especie de «examen» con su maestro Pettit (Pettit, 2008) y fue punto de referencia para las izquierdas europeas. Se realizó una intensa actividad legislativa, especialmente en la primera mitad del mandato, toda ella orientada a reformar y ampliar las condiciones de derechos y libertades de los ciudadanos. No obstante, al tiempo que esta labor despertaba interés y admiración entre las izquierdas europeas, suscitaba una furiosa reacción en contra de las derechas españolas, singularmente de la iglesia católica.


    La primera ley con la que Zapatero inició su programa de civismo republicano fue la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre de medidas de protección integral contra la violencia de género, una ley cuya necesidad se hacía sentir perentoriamente, dado que el maltrato a las mujeres y la violencia machista eran fenómenos que habían crecido preocupantemente. La norma fue criticada en un principio por cuanto contenía un tratamiento penal distinto de los delitos a favor de las mujeres y en contra de los hombres. Su balance es globalmente positivo si bien, según algunos colectivos feministas, debiera reformarse por haber mostrado claras insuficiencias.


    En materia de igualdad y reconocimiento de derechos, la legislatura aprobó una norma que cabe tildar de revolucionaria en España y con escasísimos precedentes en Europa, la Ley 13/2005, de 1 de julio, por la que se modifica el Código Civil en materia de derecho a contraer matrimonio pues con ella se ponía fin a una injusticia tradicional que negaba el derecho a contraer nupcias a los homosexuales de ambos géneros desprotegiéndolos frente a contingencias de todo tipo. Hasta 2008, el final de la legislatura, según el Instituto Nacional de Estadística, en España se habían producido 1.275 matrimonios homosexuales en 2005 (fecha de entrada en vigor de la ley)6, 4.574 en 20067, 3.250 en 20078 y 3.5499; en total, 12.648, prueba de que la ley respondía a una necesidad social. No obstante encontró una oposición frontal y muy dura de la iglesia católica para la cual no era otra cosa que un ataque a la familia tradicional. La derecha respaldó el rechazo de la jerarquía y algunas de las manifestaciones más concurridas y sonadas de la legislatura tuvieron como finalidad protestar contra esta ley.


    El gobierno aligeró y facilitó los trámites del divorcio, de forma que los cónyuges no tuvieran que cumplir requisito alguno, ni probar nada, sino que bastaba con la voluntad expresa de una de las partes para dar por terminado la relación matrimonial. Fue la Ley 15/2005, de 8 de julio, por la que se modifican el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de separación y divorcio.


    Uno de los proyectos más innovadores y que atendía a los derechos de sectores de la población tradicionalmente desasistidos fue la llamada «Ley de Dependencia», esto es, la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en situación de Dependencia, una norma muy avanzada que hacía justicia a una sociedad en la que la esperanza de vida se había alargado mucho pero en la que no se habían arbitrado los medios necesarios para que las personas dependientes pudieran llevar una existencia digna. De todos modos, como quiera que la ley reparte el coste de la atención a la dependencia entre el gobierno central y las comunidades autónomas, en algunas de éstas, gobernadas por el PP, no se han aprestado los recursos necesarios para aplicarla y la llegada de la crisis hace problemático que vaya a desarrollarse satisfactoriamente en el conjunto de España.


    También se considera una aportación al propósito de atender a los derechos de los ciudadanos la Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al tabaquismo y reguladora de la venta, el suministro, el consumo y la publicidad de los productos del tabaco, el primer paso para garantizar los derechos de los no fumadores frente a la invasión de los espacios públicos por los fumadores. La ley se reveló pronto insuficiente, por lo que sería necesario promulgar otra más restrictiva en 2010.


    La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres venía a ser el colofón, por el momento, de las políticas de igualdad y ampliación de derechos de los sectores más desprotegidos. La ley trataba de poner término a la persistente desigualdad de trato entre hombres y mujeres y forzaba la composición paritaria de todos los órganos de la administración pública, las empresas privadas y las candidaturas de los partidos.


    Por último, otras dos normas contribuyeron decisivamente a hacer realidad el proyecto del republicanismo cívico: la Ley 17/2006, de 5 de junio, de la radio y la televisión de titularidad estatal y la llamada «Ley de la Memoria histórica», por nombre oficial Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la guerra civil y la dictadura. La primera norma estatuyó por primera vez en España un modelo de radiotelevisión pública que no estaba al servicio del gobierno de turno sino que funcionaba con suficientes garantías de profesionalidad e imparcialidad, si bien la oposición se negó a reconocer estos aspectos. La segunda norma mencionada, la Ley de la Memoria Histórica, trataba de hacer justicia a las víctimas del franquismo, muchas de ellas enterradas en fosas comunes pero, no estableciendo con claridad los mecanismos por los que esta justicia se haría y encomendando las indagaciones para encontrar los restos de los represaliados a los jueces del lugar, su aplicación ha dejado mucho que desear y, de hecho, descansa sobre muy meritorias iniciativas privadas, movidas por los familiares. Es más, el intento de valerse de dicha ley para iniciar un proceso criminal a la dictadura que inició el juez Baltasar Garzón, no solo se ha visto truncado de modo radical sino que le costó al citado juez, a su vez, un proceso por prevaricación.


    
      
        5 http://www.socialdemocratsusa.org/oldsite/blairandschroeder6-8-99.html

      


      
        6 http://www.ine.es/prensa/np418.pdf

      


      
        7 http://www.ine.es/prensa/np460.pdf

      


      
        8 http://www.ine.es/prensa/np507.pdf

      


      
        9 http://www.ine.es/prensa/np552.pdf

      

    

  


  
    4. CABALGANDO SOBRE LA BURBUJA: POLÍTICAS ECONÓMICAS DADIVOSAS Y OPORTUNIDADES PERDIDAS


    La política económica del gobierno de Zapatero entre 2004-2008 se caracterizó, por un lado, por el aprovechamiento y mejora de una herencia muy positiva en continuidad con los rasgos básicos de las políticas previas del PP y, por otro lado, por la creciente necesidad y los intentos, para muchos observadores en exceso timoratos o inoperantes, de empezar a responder a los problemas inherentes al modelo de crecimiento heredado, cambiando de rumbo en las políticas que lo propiciaban. Este modelo, hasta cierto punto exitoso, basado fundamentalmente en el consumo y los bajos tipos de interés y en el sector de la construcción y el turismo, que suponía muy poca inversión en capital humano y tecnología, producía un mercado laboral precario y había generado un boom urbanístico especulativo, causante a su vez de corrupción y deterioro medioambiental. Su éxito aparente ponía a prueba la capacidad reformista y modernizadora del gobierno de Zapatero en un contexto de bonanza e incluso euforia económica.


    Al inicio de su primera legislatura, Zapatero recibía así una economía con bajos tipos de interés, una creciente oferta de trabajo en gran parte cubierta a través de la inmigración, que generaba tasas de crecimiento medio del 3,2% y, a su vez, crecientes ingresos fiscales para las administraciones. Sin embargo, y como había ya señalado el PSOE en la oposición, existían evidencias de agotamiento del modelo productivo español, tales como el aumento desmedido de los precios de la vivienda, el consumo privado, el endeudamiento de los hogares y el déficit exterior, todo ello con una productividad muy baja10. Ya en la campaña electoral, y desde que el PSOE formó un «comité de sabios»11 para articular un programa económico, se habían apuntado varios de estos problemas y el programa electoral de PSOE había recogido un diagnóstico correcto de estos problemas que daba cuenta del «agotamiento» y los desequilibrios del modelo precedente. Este programa ofrecía un modelo de crecimiento más duradero y sostenible que incidía en aspectos cualitativos como el aumento de la productividad, una mayor inversión pública en desarrollo tecnológico e innovación, la sociedad de la información, el fomento del ahorro y la ganancia de competitividad exterior mediante la mano de obra cualificada y los sectores con valor añadido (PSOE, 2004).


    La llegada al gobierno puso a Zapatero ante el dilema de emprender enérgicas reformas económicas coherentes con ese programa, que transformaran ese modelo productivo, o aprovechar la bonanza producida, prolongando así ese modelo el máximo posible, aunque introduciendo algunas reformas progresivas para sentar las bases de la transición hacia el modelo económico que el PSOE y muchos expertos venían reclamando. La decisión final pareció optar por una vía intermedia, estableciendo objetivos y medios continuistas destinados a prolongar la expansión de la economía e introduciendo un modesto Programa Nacional de Reformas (PNR) en 2005 destinado a cumplir con la Estrategia de Lisboa en 2010, que suponía un cierto cambio de rumbo (VVAA, 2008). Por ello, una vez en el gobierno, y a pesar de un diagnóstico correcto de los problemas del modelo y algunas ideas reformistas contenidas en su programa, el afán de cambio cedió a la realidad.


    Aunque Zapatero creó una Oficina Económica del Presidente para la que nombró al coordinador de su programa económico, Miguel Sebastián (procedente del BBVA), al mismo tiempo decidió nombrar a Solbes como ministro de economía y hacienda. Dadas las moderadas y ortodoxas convicciones de éste y las necesidades de coordinación, la política económica reformista que podía elaborarse desde Moncloa estaba muy limitada. La oficina económica no funcionó en realidad en el primer año y las primeras orientaciones desde ella no llegarían hasta finales de 2005. Por otro lado, el PNR se aprobó en octubre de 2005 y sus orientaciones no influyeron más que retóricamente en la elaboración de los presupuestos de 2006 y muy poco en los de 2007 (Consejo Editorial, 2007). Al final, las medidas económicas más rupturistas del programa electoral socialista de 2004, como el tipo único del IRPF o la sustitución de todos los contratos laborales por dos figuras únicas fueron abandonadas o sustituidas por una reforma fiscal menos radical y varios acuerdos laborales.


    En suma, las razones de por qué Rodríguez Zapatero no supo o no pudo vencer la inercia de una política económica heredada parecen encontrarse, además de en su selección de asesores de signo liberal ortodoxo en el área económica de su oficina y el Ministerio, en su situación parlamentaria en minoría, en la necesidad de concertación social y en las constricciones propias de la política económica y la pertenencia a la UE (Royo, 2009). Además, otros rasgos del modelo lo hacían difícilmente reformable, como el hecho de que la construcción es un sector intensivo en mano de obra, o el que el aumento del valor de la vivienda favoreciera al votante mediano propietario de su vivienda. Por último, pero no menos importante, el sector inmobiliario generaba cuantiosos ingresos fiscales para el sector público, tanto al nivel estatal, como en el autonómico y el municipal, a los que pocos gobiernos estarían dispuestos a renunciar (Arellano y Bentolila, 2009). Sin embargo, como se vería a partir de 2008 con el estallido de la burbuja inmobiliaria, los hechos dieron la razón a aquellos que afirmaban que este modelo no era sostenible por mucho tiempo. Sus rasgos y desequilibrios estructurales multiplicarían los efectos devastadores de la crisis global en nuestro país.


    Además del crecimiento económico y del empleo (casi tres millones de empleos durante la legislatura, más de la mitad para mujeres), en el lado positivo de la balanza y en la dirección de un cambio de modelo productivo, no se pueden olvidar algunas iniciativas. El gobierno de Zapatero, aprovechando la bonanza de sus arcas, puso en práctica una política presupuestaria que, además de mejorar algunas prestaciones y políticas sociales como las pensiones mínimas, las becas o ayudas para vivienda, o introducir otras nuevas, como la Ley de Dependencia (Oficina Económica del Presidente del Gobierno, 2007, 2008; Bernardi y Sarasa, 2009; Del Pino y Ramos, 2009), promovió lo que algunos han considerado como políticas socialdemócratas de oferta (Maravall, 2009), centradas en las inversiones en capital físico, humano y tecnológico. Muestra de estas políticas serían los incrementos, a veces espectaculares, que se produjeron en la inversión en educación, infraestructuras e I+D+i, destinados a mejorar la productividad de la economía. Finalmente, el Gobierno también hizo un esfuerzo de gasto en la mejora de la administración de justicia, la seguridad ciudadana y la ayuda oficial al desarrollo12.


    En el lado negativo del balance se han señalado, además de la incapacidad para atenuar o pinchar suavemente la burbuja inmobiliaria, los resultados redistributivos en términos de gasto público social, distribución de rentas y desigualdad de la política económica de la legislatura. Se ha puesto repetidamente de manifiesto la ausencia de una política fiscal progresiva que pudiera financiar las políticas sociales progresistas. Así, por ejemplo, se ha reprochado al gobierno socialista el que no solo no revirtiera la tendencia de la política fiscal iniciada por Aznar de bajada de impuestos directos a las rentas más altas del país, sino que aumentara las deducciones fiscales a las grandes empresas y fortunas, lo que conduciría, además de a una mayor desigualdad, a un problema a medio plazo en las cuentas públicas. El hecho de que triunfara entre los responsables económicos del gobierno socialista la ideología de la reducción de impuestos («bajar impuestos es de izquierdas») y el mantra de la consolidación fiscal, y de que el gobierno se permitiera el lujo de alcanzar y presumir de superávit presupuestario y no usar éste para reducir la deuda o compensar las consabidas carencias del Estado de bienestar español, podría explicar el problema de la infradotación de algunas políticas sociales abanderadas por el propio Rodríguez Zapatero (Navarro, 2006).


    El error, por tanto, sería haber tratado de sostener ese gasto social con los ingresos provenientes de la burbuja inmobiliaria sin incrementar los ingresos a través de una política fiscal progresiva. También fue objeto de crítica la reforma del IRPF de 2006, aprobada con el apoyo de los partidos nacionalistas de derechas y con efectos desde 2007, y calificada por muchos como la «tercera reforma fiscal del Partido Popular». Esta reforma, según los expertos y los sindicatos, erosionó aún más la progresividad efectiva del sistema fiscal, reduciendo más los tramos de la tarifa del IRPF, bajando el tipo marginal máximo en dos puntos porcentuales y gravando a un tipo fijo del 18% todas las rentas del capital. Tampoco se afrontó, por tanto, el verdadero problema de la progresividad en España, el hecho de que cada vez más rentas escapan a la tributación y se concentra la carga impositiva en las rentas del trabajo.


    En definitiva, la política económica fue el resultado de una combinación de orientaciones liberales y socialdemócratas incoherente: se bajaban los impuestos, se aumentaba el gasto, pero no lo suficiente y no se reformaban aspectos anquilosados del modelo como el mercado de trabajo. Todo esto solo era posible gracias al maná de la burbuja inmobiliaria. Por último, al final de la legislatura, y cuando algunos indicios de inseguridad económica empezaban a verse en el horizonte, el gobierno de Zapatero anunció en el Debate del Estado de la Nación, el 3 de julio de 2007, una serie de medidas de claro carácter electoralista y algunas de dudosa equidad y eficacia, como el cheque-bebé de 2.500 euros, las medidas para incentivar la emancipación de los jóvenes a través de una ayuda directa de 210 euros al mes para alquiler de vivienda, o el incremento de las pensiones mínimas el doble de la subida media. Otras iniciativas prometidas al final de la legislatura y anunciadas por el Ministro de Sanidad Bernat Soria y luego desautorizadas por Solbes, como la cobertura por la Seguridad Social de la asistencia buco-dental de los niños quedarían en el tintero. Pocos meses después, la fiesta de la economía española había terminado.


    
      
        10 Sobre el modelo español de crecimiento véase Arias y Costas (2011), Navarro, Torres y Garzón (2011), López y Rodríguez (2011).

      


      
        11 Entre ellos se encontraba el propio Solbes y un grupo de economistas como Sebastián, Vegara, Taguas, Domenech, que luego guiarían los destinos la política económica.

      


      
        12 Los incrementos de gasto público más llamativos fueron los producidos en I+D+i (167,5%), vivienda (107%), pensiones mínimas (132,4%), la dependencia (nuevo) y la ayuda al desarrollo (169,4%) (ver VVAA, 2008).

      

    

  


  
    5. LA IGLESIA Y EL GOBIERNO COMO HIJO PRÓDIGO


    Aunque la ideología dominante en su origen en el PSOE fue el marxismo, típico producto de la modernidad, el cientificismo positivista y el ateísmo, con el paso del tiempo el PSOE ha acabado teniendo un fuerte elemento componente católico; tanto que a veces se habla con harta imprecisión de un sector vaticanista, término originariamente asignado a Gregorio Peces-Barba y quienes, como él, eran discípulos y seguidores del personalismo cristiano de Jacques Maritain. En todo caso se trata de dirigentes socialistas que han tenido fuerza suficiente para moderar y, prácticamente anular la tradicional tendencia laicista del socialismo. José Bono en la presidencia del Congreso de los Diputados, María Teresa Fernández de la Vega en la vicepresidencia del gobierno, Francisco Vázquez en la embajada ante el Vaticano, entre otros, se encargaron de mitigar el espíritu crítico e ilustrado del partido, avisando del peligro del anticlericalismo.


    De hecho, la actitud del gobierno del PSOE en su primera legislatura en relación con la iglesia fue de extraordinaria moderación y hasta apaciguamiento. En todo caso, no se adoptó medida alguna que tuviera como destinataria la iglesia en sí misma. Sin embargo, los gobernantes se encontraron en repetidas ocasiones confrontados a una actitud muy hostil, casi arisca, del episcopado español, cuyos representantes llegaron a encabezar manifestaciones masivas especialmente en contra de los matrimonios homosexuales, la ampliación del aborto y la reforma de la educación. El enfrentamiento entre el gobierno y la iglesia no era directo, sino indirecto, por medida interpuesta. El gobierno no tocaba las órdenes religiosas, ni la iglesia, ni revisaba la enseñanza concertada, en gran medida religiosa, ni el estatuto eclesiástico, no pensaba denunciar el Concordato con la Santa Sede de 1953 y los Acuerdos con el Vaticano de 1979, ambos inconstitucionales y, sin embargo, tenía enfrente a la jerarquía para la cual la intención del gobierno de ampliar los supuestos de aborto era un casus belli como lo eran los matrimonios homosexuales, considerados una amenaza a la familia de siempre.


    El gobierno no quería abrir más frentes de los necesarios y, aunque traía en cartera una ley de libertad religiosa, renunció a convertirla en ley, como volvió a hacer después en la segunda legislatura. Su finalidad era claramente conciliadora. Pero eso no habría de servirle de mucho, no solamente porque ya varias de las normas citadas en el apartado tres de este capítulo pusieron en pie de guerra a la jerarquía, sino porque había de llegar una, necesariamente inevitable que, al tocar los intereses materiales de la iglesia, supondría un enfrentamiento total con el gobierno, si bien, disfrazado de otra cosa. La Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, que no daba carácter obligatorio a la enseñanza de la religión católica en los establecimientos educativos y que, además, introducía una materia de educación para la ciudadanía, era inadmisible para la iglesia, otro casus belli porque esta vez afectaba no solamente a los aspectos ideológicos, sino también a los económicos, estando los dos inextricablemente unidos.


    La iglesia había conservado gran parte del monopolio educativo que le había garantizado el franquismo: abundancia de colegios religiosos y obligatoriedad del estudio de la religión católica en todos los establecimientos educativos del país fueran públicos o privados, desde la enseñanza primaria a la universitaria. Los anteriores gobiernos socialistas ya habían roto ese monopolio con consecuencias inciertas. Los curas seguían disponiendo de una gran cantidad de colegios bien en régimen privado o concertado. Las escuelas concertadas son enteramente libres en la fijación de sus contenidos (dentro del marco de la ley) pero se financian con subvenciones públicas, lo que equivale al negocio de una enseñanza privada de orientación ideológica pagada con dineros públicos. La nueva Ley respetaba esa distribución (colegios privados, concertados y públicos) pero trataba de resolver el otro problema que los demás gobiernos socialistas habían dejado abierto, el del carácter voluntario de la religión que podría seguir impartiéndose, pero sin que tuviera peso en las calificaciones de los alumnos y su sustitución por una materia laica de carácter político-moral, llamada educación para la ciudadanía, que fue a lo que la iglesia se opuso frontalmente.


    Contaba para ello con el apoyo cerrado de la derecha que veía en tal materia de educación cívica un intento de adoctrinamiento ideológico de la izquierda así como otro de coartar la libertad de los padres de elegir la educación que desearan para sus hijos de acuerdo con sus convicciones ideológicas. Los argumentos del gobierno de que ello no tenía por qué ser así y que en muchos otros países europeos existían estas materias en los planes de estudio no hicieron mella en la hostilidad de la derecha, cuyo dirigente anunció en varios momentos que, en caso de ganar las elecciones, eliminaría la educación para la ciudadanía13, sustituyéndola por «educación para el emprendedor»14.


    La coincidencia de objetivos entre la derecha y la iglesia acabó dando como fruto el que, en diversos lugares del país algunos padres justificaran su actitud de boicoteo al hecho de que sus hijos estudiaran la materia recurriendo a la teoría de la «objeción de conciencia». El movimiento se extendió considerablemente y tiene una página web, objetores.org15. Esta práctica, paso primero hacia la de la desobediencia civil, se ha visto tradicionalmente como un recurso de la izquierda pero también aquí, al igual que en otras muchas ocasiones, se impuso el pragmatismo de la derecha y se adoptaron estas tácticas con el fin de obstaculizar la aplicación de la educación para la ciudadanía y hacer que embarrancara en los tribunales. No obstante, luego de diversas batallas judiciales, el asunto quedó expedito cuando, ya en la segunda legislatura de Rodríguez Zapatero, el Tribunal Supremo sentenció a favor de la obligatoriedad de la educación para la ciudadanía, sosteniendo que contra ella no cabía objeción de conciencia alguna16.


    La objeción de conciencia con motivo de la educación para la ciudadanía también se había intentado aplicar en relación con las otras medidas legislativas que enfurecían a la iglesia, esto es, el aborto y los matrimonios homosexuales. Se pedía a los médicos que pretextaran la objeción de conciencia para no practicar interrupciones del embarazo y a las autoridades civiles, especialmente municipales, que invocaran el mismo supuesto derecho para no celebrar matrimonios homosexuales.


    Este clima de feroz enfrentamiento forzó extraordinariamente las relaciones entre la iglesia y el Estado y fue, quizá, el intento de éste de rebajar la tensión el que lo llevó a contemporizar con la iglesia en todo lo que entendió accesorio para preservar una intencionalidad de aconfesionalidad estratégica sin que, sin embargo, se produjeran lo uno ni lo otro. Lo accesorio no era tal, sino simbólico y significativo y a la iglesia le iba mucho en ello: símbolos y signos religiosos en lugares públicos, juramento de cargos en presencia del crucifijo y la Biblia, mantenimiento de los crucifijos en las escuelas, etc. El Estado transigió con todo ello, incluso cuando una sentencia del Tribunal Europeo de Justicia afirmaba que podían quitarse los crucifijos de las aulas. La finalidad era propiciar a la iglesia para llevar adelante su política en su segunda legislatura. En ésta, la relaciones iglesia-Estado siguieron variando pero en beneficio de la primera.


    
      
        13 Público, 30 de enero de 2009. http://www.publico.es/espana/195998/rajoy-educacion-para-la-ciudadania-sencillamente-hay-que-suprimirla

      


      
        14 El Mundo, 30 de enero de 2011. http://www.elmundo.es/elmundo/2011/04/01/espana/1301658479.html.

      


      
        15 http://www.objetores.org/

      


      
        16 Público, 28 de enero de 2009. http://www.publico.es/espana/195199/el-tribunal-supremo-salva-educacion-para-la-ciudadania

      

    

  


  
    6. EL ESTATUTO DE CATALUÑA Y LAS OTRAS REFORMA ESTATUTARIAS ¿PROFUNDIZACIÓN O TRANSFORMACIÓN DEL ESTADO AUTONÓMICO?


    La reforma de seis estatutos de autonomía efectuada durante la legislatura de 2004-2008 generó un intenso debate académico, estuvo constantemente en el centro de la atención mediática y, al menos en el caso de la reforma catalana, fue objeto de la confrontación política entre el gobierno y la oposición durante la legislatura. Dada la novedad que suponían las reformas de los estatutos aprobados por el artículo 151, que nunca se habían reformado en treinta años, y la que suponía el desencuentro de los dos grandes partidos nacionales en el tema de la política autonómica, el polarizado debate político giró en torno a la licitud constitucional de emprender reformas unilaterales de largo alcance competencial y simbólico mediante el uso de los estatutos sin reformar previamente la Constitución. Desde el punto de vista académico se debatió, aparte de sobre la oportunidad de la reforma y sus motivaciones reales, acerca de la capacidad de los estatutos como instrumento de reforma del modelo autonómico y sobre el verdadero alcance, consecuencias y compatibilidad constitucional de las reformas pretendidas (Roig, 2006, Viver, 2009, Colino, 2009, Corcuera, 2009). De forma simplificada, lo que para algunos era una reforma innecesaria que implicaba una indebida transformación del modelo con tintes confederales, para otros no era sino una profundización del modelo basada en su propia lógica flexible, que trataba de compensar ciertas tendencias patológicas que había desarrollado recurriendo precisamente a algunas nuevas interpretaciones que la Constitución también permitía.


    Para entender todo el proceso de reformas estatutarias debe mirarse un poco hacia atrás a la segunda legislatura de Aznar, cuya política autonómica después de alcanzar la mayoría absoluta y romper sus amarras con sus aliados nacionalistas de PNV y CiU, fue percibida por los nacionalistas en País Vasco y Cataluña y en ciertas CCAA gobernadas por el PSOE, con razón o sin ella, como un intento recentralizador. Uno de los ingredientes principales de esta política era el rechazo a cualquier reforma de la Constitución y el deseo de «cerrar» definitivamente el modelo autonómico. Ello provocó la protesta y la irritación por parte de las fuerzas nacionalistas, que comenzaron a jugar con la idea de reformar sus estatutos de autonomía como único modo de aumentar su poder y recursos y como única solución frente a la política intransigente de Aznar. Una de las reacciones en el País Vasco fue el llamado Plan Ibarretxe, aprobado por el Parlamento vasco en diciembre de 2004 por mayoría conseguida gracias al apoyo de los socios políticos de ETA, y que fue rechazado por el Parlamento español con acuerdo de las grandes fuerzas nacionales en febrero de 2005 y congelado políticamente después de que el electorado vasco le negara su apoyo en abril de 2005. En Cataluña, uno de los principales efectos secundarios de la postura del gobierno central de Aznar fue un importante crecimiento electoral de la fuerza independentista ERC, que duplicó sus escaños en el parlamento autonómico en 2003 y pasó de 1 a 8 en las Cortes Generales en 2004, más que triplicando sus votos. Este hecho resultaría crucial, tanto en el parlamento catalán como en el parlamento central, ya que este partido se convirtió así en un socio necesario para construir coaliciones de izquierda tanto para el PSC en 2003 como para el PSOE en 2004, lo que en gran medida iba a determinar sus políticas territoriales posteriores de la legislatura.


    Por su parte, el PSOE había comenzado en 2003, en oposición a la actitud de Aznar, a poner en circulación la idea de una «España plural». Esta idea recogida en el manifiesto de Santillana consistía en que la política autonómica tratara de acomodar las nuevas demandas regionales y la insatisfacción de algunos «barones regionales» socialistas y llegar a una cierta estabilidad de modelo a través de una mayor descentralización, el reconocimiento de la diversidad y la adaptación de todos los estatutos de autonomía a las nuevas circunstancias sociales, siempre y cuando se cumplieran los requisitos de un alto grado de consenso y respeto por la Constitución. Podría decirse, por tanto, que el proceso de reformas estatutarias se remonta a ese contexto, anterior a la llegada de Rodríguez Zapatero y que comienza a desenvolverse en Cataluña como reacción de todos los partidos catalanes contra el PP y como alternativa a los obstáculos percibidos para reformar la Constitución y aumentar los recursos y el reconocimiento de Cataluña. Es en ese contexto, aún en la oposición, en el que Rodríguez Zapatero prometió en la campaña catalana que si ganaba las elecciones al gobierno central respondería a las demandas de reforma del estatuto catalán. El proceso cobra así impulso y encuentra una ventana de oportunidad cuando el PSOE gana inesperadamente las elecciones centrales en 2004. El proyecto de reforma pensado como forma de oposición a la intransigencia del PP ve ahora abiertas las puertas para su realización. Las políticas del nuevo gobierno socialista sobre la reforma territorial iban a estar en gran medida determinadas por las necesidades de la coalición tripartita de los socialistas y los nacionalistas de izquierda en Cataluña (Carreras, 2007).


    Esta constelación política también explicaría muchos elementos del proceso de negociación y su resultado final en el texto del nuevo estatuto propuesto por el Parlamento catalán en septiembre de 2005. En Cataluña, el proceso había estado marcado por una fuerte polémica y una especie de carrera de los partidos catalanes, con la excepción del PP catalán, por mostrar sus credenciales catalanistas y aumentar el alcance de sus demandas. Esta carrera se produjo principalmente por dos factores. Por un lado, la lucha por la hegemonía política en el nacionalismo catalán entre una creciente ERC y una declinante CiU que había perdido el gobierno tras la retirada de Pujol, a pesar de seguir siendo el partido más votado, y había pagado el precio de aliarse con el PP, tanto en el parlamento español como en el catalán. Por otro lado, la asimilación del PSC a la corriente principal del nacionalismo catalán, operada a través de la visible conversión de su líder Maragall y su estrategia de competir por los votantes nacionalistas de CiU ante los fracasados intentos de ganar en las elecciones autonómicas.


    Así, después de un controvertido proceso de negociaciones en Cataluña el Parlament aprobó finalmente el nuevo proyecto de Estatuto con el 89% de los votos, con la única oposición del Partido Popular de Cataluña. De este modo, los socialistas catalanes habían apoyado en el Parlamento un texto que básicamente correspondía a la agenda maximalista y a largo plazo del programa estratégico de CiU. El texto final contenía la mayor parte de la agenda de reformas de ERC y CiU en términos de definiciones nacionalistas, políticas lingüísticas, acuerdos de financiación, competencias, bilateralismo, la retirada del gobierno central en Cataluña, la representación única de Cataluña en las instituciones del Estado y la creación de una agencia tributaria única catalana. Estas demandas planteaban problemas a sus compañeros de partido en el resto de España y habrían de ser recortadas en la negociación en las Cortes.


    En el resto de España, el ritmo y el contenido del proceso de reformas estatutarias serían posteriormente determinados en gran medida por los debates sobre el Estatuto de Cataluña y por el abandono en el nivel nacional del tradicional consenso bipartidista sobre la política autonómica. La reforma catalana se utilizó así como punto de referencia para articular las demandas de otras CCAA como Valencia, Andalucía y Aragón. Aunque no había un consenso claro entre los grandes partidos nacionales, en la mayoría de estas reformas las organizaciones regionales de los dos grandes partidos de ámbito estatal llegaron a un acuerdo para emular algunas de las demandas catalanas. Esto significaría a la postre una verdadera reinterpretación del modelo constitucional en algunos aspectos como el papel de los estatutos y la distribución de competencias y recursos.


    La situación creada con las reformas estatutarias ponía de manifiesto algunos de los dilemas que plantea el modelo autonómico español. Para el gobierno socialista central y el presidente Zapatero, el principal problema era que, dada la postura y estrategias de confrontación del PP en esos temas, para poner en práctica su idea de una España plural y legitimar la idea de un Estado español común para todos, libre de todo nacionalismo español excluyente, solo podía contar con la colaboración de las fuerzas políticas periféricas, es decir, con los partidos nacionalistas, que en realidad estaban más interesados en «nacionalizar» sus propias CCAA consagrándose a sus propias agendas de construcción nacional. Estos partidos no parecían estar por la labor de hacer cualquier concesión a la identidad española común y en realidad pretendían debilitar o vaciar de contenido al gobierno central. Asimismo, y al mismo tiempo, las exigencias de la competencia electoral en aquellas CCAA incitaban a algunas de las agrupaciones regionales del PSOE en Cataluña, Galicia y País Vasco, a abanderar muchas de las demandas nacionalistas y las políticas identitarias y a un claro contagio discursivo de sus socios menores en sus coaliciones gubernamentales. Esta parecía una base muy frágil e inestable para formar una coalición estratégica que pudiera construir la España plural que Zapatero predicaba y garantizar la persistencia de una necesaria capacidad de actuación del poder central.

  


  
    7. LOS ÚLTIMOS DE LA T4: LA LUCHA CONTRA EL TERRORISMO


    La cuestión del terrorismo etarra ocupó un lugar destacado desde el principio en la agenda de la primera legislatura de Zapatero. Su gobierno inició un proceso de negociación con la banda orientado a conseguir de ésta el abandono de las armas que tuvo una fortísima oposición del PP en el parlamento y una virulenta contestación en la calle, a cargo de las asociaciones de víctimas, especialmente la mayoritaria Asociación de Víctimas del Terrorismo (ATV) dirigida por Francisco Alcaraz. Éste convocó varias manifestaciones multitudinarias en contra de la negociación con ETA a las que normalmente se sumaba el PP y toda la derecha, enardecida por los medios de comunicación de su tendencia que reputaban la negociación como una traición del gobierno a las víctimas.


    De hecho todavía más dura fue la expresión que empleó Rajoy en una intervención en el Congreso de los Diputados, acusando a Rodríguez Zapatero de haber «traicionado a los muertos» por el terrorismo17. Siendo una acusación grave, no fue la única. En diversas ocasiones el dirigente de la oposición acusó al presidente del gobierno de haber roto el Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo18 que los dos partidos firmaron solemnemente el 8 de diciembre de 2000, siendo Rajoy vicepresidente del gobierno y Rodríguez Zapatero líder de la oposición mayoritaria. Por aquel entonces Rajoy no mencionaba —como no lo hará después en su libro publicado en 2011 (Rajoy, 2011)— que él, entre otros, habían calificado la oferta de pacto de Zapatero como un intento de «sacarse un conejo de la chistera», a tono con la actitud del entonces presidente del gobierno, José María Aznar, de ningunear19 la oferta de los socialistas que luego, sin embargo, ambos no solamente aceptaron sino que hipostasiaron.


    El ejecutivo, a su vez, insistía en que su meta era consolidar dicho pacto, de acuerdo con el cual, la determinación de la política antiterrorista es competencia del gobierno y que éste entendía ejercitar precisamente a través de unas negociaciones que trataban de conseguir el fin de la banda. No obstante y, mientras las conversaciones languidecían a lo largo de 2006, Zapatero había nombrado ministro del Interior a Alfredo Pérez Rubalcaba, quien no era amigo de negociación alguna sino firme partidario de la idea de que era posible acabar con ETA mediante la acción policial y judicial en España y Francia.


    Se trataba de estar preparados para cualquier eventualidad pero, en el ínterin, el presidente justificaba las negociaciones con el argumento de que todos los gobiernos democráticos las habían intentado; el último de ellos, el de Aznar. La respuesta de Aznar y del PP en su conjunto era que su gobierno nunca había negociado con ETA sino que se había limitado a una simple toma de contacto para sondear la voluntad de la banda de poner fin a sus actividades20. No obstante, es un hecho que, en una rueda de prensa, Aznar había calificado a ETA de «Movimiento Vasco de Liberación»21 y realizado concesiones significativas, como la de acercar bastantes presos etarras a cárceles del País Vasco o próximas a él.


    Al enfrentamiento dialéctico de ambas partes puso fin un inesperado e inexplicable atentado con bomba en la Terminal 4 del Aeropuerto de Barajas, en el que murieron dos inmigrantes latinoamericanos22. Dicho atentado se produjo solo horas después de que Zapatero hubiera hecho unas desafortunadas declaraciones (de las que posteriormente dijo haberse arrepentido) en el sentido de que en asuntos de terrorismo, «hoy estamos mejor que hace un año» y «dentro de un año estaremos mejor»23. El atentado de la T4 del 30 de diciembre de 2006 puso abrupto final al proceso de negociación y sumió en el desconcierto a la izquierda abertzale que, a partir de ese momento, inició un laborioso trabajo de distanciamiento de la organización armada, en busca de un planteamiento puramente político, esto es, pacífico y democrático, de la solución a lo que llama el conflicto. Al propio tiempo, también la banda armada abrió otro confuso proceso en su interior sobre la táctica que convenía seguir, visto que el resultado del atentado había sido contraproducente.


    Estas nuevas evoluciones del nacionalismo vasco radical (armado y no armado) iban a encontrarse en todo caso, con un marco legislativo muy restrictivo para sus intenciones, presidido por la vigente Ley de Partidos que, desde entonces, entraría en función una y otra vez para ilegalizar sucesivas organizaciones de variados nombres con las que Batasuna y la izquierda abertzale pretendían presentarse a las elecciones sin acatarla por entero, cosa que no lograrían.


    A partir del atentado de la T4, que causó una fuerte reacción en contra en el País Vasco, quedó interrumpido oficialmente todo contacto entre el gobierno y ETA. No obstante, como revelaría luego Eguiguren en su libro, continuó habiendo interlocución. Se trató de un caso práctico típico de razón de Estado (Eguiguren, 2011). Desde el principio, por boca de Mayor Oreja, la oposición denunció que seguía habiendo contactos. Incluso se dio una intervención parlamentaria durísima del líder de la oposición mayoritaria, Mariano Rajoy, quien en 2007 espetó al presidente del gobierno en sede parlamentaria que: «si usted no cumple sus compromisos, le pondrán bombas, y si no se las ponen, es que ha cedido»24. Es decir, acusaba a Zapatero de seguir negociando con los etarras. Zapatero, sin embargo, como sus ministros, negaban tal hecho y la «razón de Estado» se manifiesta en que, en realidad sí estaban haciéndolo, si bien de modo informal, a través del Partido Socialista de Euskadi y no del gobierno mismo, lo que permitía mantener el desmentido. El terrorismo había vuelto a ser materia de confrontación política entre los partidos democráticos.


    No obstante, junto a esta deplorable circunstancia hubo un recrudecimiento del trabajo de las fuerzas de seguridad, de consuno con la persecución judicial al amparo de la nueva doctrina elaborada por el juez Garzón según la cual el desmantelamiento de ETA solo sería posible atacando el entramado societario, empresarial, económico y mediático de que se valía. La acción policial y la judicial vinieron apoyadas en una firme voluntad política de mantener a la izquierda abertzale, que a su vez estaba virando hacia la necesidad de volver a las instituciones, ya que se sentía perjudicada al margen de ellas gracias a la aplicación de la Ley de Partidos de 2002, el más eficaz instrumento para bloquear el acceso a las instituciones de la izquierda abertzale cercana a ETA. El resultado, muy satisfactorio, se vería ya en el siguiente mandato de Zapatero en el que la banda terrorista anunció que deponía las armas.


    
      
        17 El País, 12 de mayo de 2005. http://www.elpais.com/articulo/espana/Rajoy/Usted/traiciona/muertos/ha/revigorizado/ETA/moribunda/elpepiesp/20050512elpepinac_4/Tes

      


      
        18 La Vanguardia, 31 de mayo de 2005. http://www.lavanguardia.com/politica/20050608/ 51262809983/rajoy-el-gobierno-ha-roto-el-pacto-antiterrorista-ese-es-el-drama.html

      


      
        19 El País, 18 de noviembre de 2000. http://www.elpais.com/articulo/espana/RAJOY/_MARIANO/ESPANA/ETA/PARTIDO_SOCIALISTA_OBRERO_ESPANOL_/PSOE/GOBIERNO_PP_/2000-2004/Aznar/ningunea/pacto/ETA/PSOE/aporta/nada/solo/busca/publicidad/elpepiesp/20001118elpepinac_19/Tes

      


      
        20 El País, 13 de abril de 2011. http://www.elpais.com/articulo/espana/Rajoy/PP/negocio/ETA/mentira/elpepuesp/20110413elpepunac_27/Tes

      


      
        21 El Mundo, 4 de noviembre de 1998. http://www.elmundo.es/elmundo/1998/noviembre/04/nacional/aznar.html

      


      
        22 Diego Armando Estacio y Carlos Alonso Palate. RTVE.es, 3 de mayo de 2010. http://www.rtve.es/noticias/20100503/etarras-acusados-del-atentado-t4-no-reconocen-tribunal-se-niegan-a-declarar/329784.shtml

      


      
        23 El Mundo, 29 de diciembre de 2006. http://www.elmundo.es/elmundo/2006/12/29/espana/1167368963.html

      


      
        24 http://blogs.20minutos.es/manolosaco/2007/01/16/si-le-ponen-bombas-es-ha-cedido/

      

    

  


  
    8. EL MUNDO ES ANCHO Y AJENO. RETIRADA DEL IRAQ, VUELTA A EUROPA Y NUEVO MULTILATERALISMO EN LA POLÍTICA EXTERIOR


    A la hora de evaluar la política exterior del gobierno socialista y de su presidente en la primera legislatura, se ha debatido largamente sobre el grado real de ruptura que supuso respecto a la de su antecesor en el cargo y sobre las peculiaridades en las prioridades y el estilo. Si se observan los programas electorales o de gobierno al principio de la legislatura, la impactante retirada de las tropas del Iraq, la decisión de liderar el proceso de ratificación de la Constitución Europea, la iniciativa de la Alianza de Civilizaciones y la intensificación del compromiso con las políticas de ayuda al desarrollo, parece deducirse una voluntad del gobierno socialista de diferenciarse claramente de su predecesor. El alejamiento del «atlantismo del PP y la defensa de la legalidad internacional por encima de todo», la apuesta por la ONU y la legalidad internacional como cimientos de las relaciones internacionales y la lucha global contra el terrorismo y la pobreza parecieron ser los rasgos definitorios de una nueva actitud diplomática de España25.


    Sin embargo, como ha señalado Powell (2009), la política exterior de Zapatero también puede interpretarse no solo como una reacción contraria a la política exterior de Aznar, sino, en un segundo momento, como una respuesta original y proactiva a las cambiantes circunstancias nacionales e internacionales, mostrando ciertos rasgos inesperados o novedosos y algunas nuevas ideas sobre el papel de España en el mundo. Como ha señalado Esther Barbé, al llegar al gobierno, Zapatero esperaba un mundo sin Bush y con Constitución Europea y se encontró lo contrario, un mundo con Bush y sin Constitución (Barbé, 2008).


    Objeto de debate ha sido también hasta qué punto la política exterior española bajo el gobierno socialista ha pasado, a diferencia de la política propia del PP anterior, a estar basada en principios más que en puros intereses nacionales. Los análisis más ponderados parecen indicar que la política exterior española ha oscilado entre una orientación normativa e idealista (la Alianza contra el Hambre y la Alianza de Civilizaciones, la defensa de la ONU o la adhesión de Turquía a la UE) y una orientación más práctica claramente basada en intereses, como las ventajas comerciales y el control de la inmigración clandestina, la consecución de un asiento en el G-20, o el acercamiento a China o Rusia ignorando sus incumplimientos en materia de derechos humanos (Areilza y Torreblanca, 2009). Desde el punto de vista personal y organizativo, la política exterior de la primera legislatura socialista ha estado muy determinada por la figura del Ministro de Exteriores, Miguel Ángel Moratinos, diplomático de carrera especializado en el Medio Oriente que había representado a la UE como enviado especial a la región (1996-2003) y a quien el presidente Zapatero dio gran margen de maniobra para dirigir la política exterior, junto con su secretario de Estado, Bernardino León, no sabemos si por la muchas veces señalada falta de interés o reticencia del Presidente a los viajes al extranjero.


    Si se hace un repaso panorámico de algunos de los asuntos que ocuparon la política exterior española cabría empezar por la retirada de tropas de Iraq y las frías relaciones con Washington después, a pesar de haber tratado de compensar esa retirada con un nuevo despliegue en el Afganistán (Barbé y Soriano, 2008). Como es bien conocido, antes de tomar posesión de su cargo, Rodríguez Zapatero ya había anunciado que las tropas españolas se retirarían de Iraq si la ONU no aprobaba una resolución modificando el estatus jurídico de las tropas extranjeras allí presentes, en consonancia con el derecho internacional antes del 30 de junio de 2004. El 18 de abril, sin embargo, su gobierno decidió la retirada de inmediato, sin esperar a la aprobación del Consejo de Seguridad de la resolución 1546, el 8 de junio de 2004, que fue interpretada por algunos como una cierta cobertura jurídica a las tropas invasoras. La opinión pública española apoyó mayoritariamente esta medida del gobierno (según una encuesta, la retirada fue apoyada por el 67% de los ciudadanos) (Powell, 2009).


    En el ámbito europeo, en el cual se iba a producir la verdadera transformación respecto a las políticas de su predecesor, la llamada «vuelta a Europa» y al eje franco-alemán, el gobierno español se vio sorprendido por el cambio de las circunstancias en el continente, tras el fracaso de los referéndums francés y holandés y tras la sustitución al frente de sus países de Chirac y Schröder por Sarkozy y Merkel (Barbé, 2008). El fracaso de la Constitución europea, ratificada en primer lugar por España, puso en crisis el europeísmo del gobierno, ya que repentinamente no sabía muy bien a qué Europa debía volver. Asimismo, el gobierno español tenía que aprender a relacionarse con los recién llegados a una Europa a veintisiete, en la que pasaría pronto a ser contribuyente a los fondos regionales. Como recuerda Closa (2009), el objetivo principal de la agenda de Zapatero en temas europeos, consistente en la ratificación constitucional y la adaptación de la Constitución Española a la pertenencia europea, significaba una diferenciación con el gobierno de Aznar. Sin embargo, existía una mayor continuidad en las cuestiones presupuestarias y en las negociaciones sobre las perspectivas financieras para 2007-13, que se conectaban así con las antiguas políticas socialistas de Felipe González frente a la UE.


    Otro de los ámbitos más relevantes en la política exterior del gobierno socialista, y como iniciativa personal del presidente Zapatero, fue la propuesta de la llamada Alianza de Civilizaciones. Según la describe el propio Zapatero recientemente, se trataba de una iniciativa con el objetivo de «poner fin a los prejuicios y las polarizaciones en torno a las civilizaciones, culturas y religiones y de fomentar el enriquecimiento mutuo» (Rodríguez Zapatero, 2011: 20). Propuesta por el presidente del gobierno en la 59ª Asamblea General de la ONU, el 21 de septiembre de 2004, la iniciativa defendía una alianza entre Occidente y el mundo árabe y musulmán con el fin de combatir el terrorismo internacional por medios no militares. El programa incluía la cooperación antiterrorista, la corrección de desigualdades económicas y el diálogo cultural. Antes de ser asumida por la ONU, la propuesta consiguió el patrocinio del primer ministro de Turquía, Erdogan, así como el respaldo de una veintena de países de Europa, Latinoamérica, Asia y África, además de la Liga Árabe. Tras la adopción de la iniciativa, el secretario general de la ONU, Kofi Annan, estableció un grupo de dieciocho personalidades de alto nivel para presentar un plan de acción a finales del año 2005. Varios años después, en mayo de 2010, el presidente Obama asumiría la iniciativa y se uniría al grupo de 119 países miembros del Grupo de Amigos de la Alianza. En España, sin embargo, el PP y los detractores el presidente Zapatero no perdieron oportunidad de criticar e incluso ridiculizar repetidamente esta iniciativa. Para otros observadores, como Torreblanca (2009), la Alianza de Civilizaciones ha sido víctima tanto de la persistencia del conflicto palestino-israelí, que refuerza los clichés que ésta quiere combatir, como del incremento del terrorismo yihadista dentro de las sociedades árabes y musulmanas, que pondrían de manifiesto el conflicto interno dentro del propio mundo musulmán.


    Por lo que respecta a las relaciones con Marruecos y el África subsahariana, la diplomacia española dedicó todos sus esfuerzos a evitar nuevos conflictos con Marruecos y a llegar a una serie de acuerdos sobre inmigración ilegal con varios países subsaharianos. En África, sin embargo, se ha criticado repetidamente la permisividad española con respecto a la dictadura de Guinea Ecuatorial. Por lo que respecta a la política hacia Latinoamérica, algunos críticos vieron un menor interés en esta región por parte del gobierno socialista y se le reprochó, aparte de la venta de armas a algunos de ellos, el acercarse en exceso e indistintamente a los regímenes de izquierda, a Cuba igual a Chile, a Chávez, igual que con Lula, a Evo Morales, igual que a Tabaré Vázquez, sin tomar distancias frente los incumplimiento de algunos gobiernos en materia de derechos humanos y democracia (Castañeda, 2008; Malamud, 2007).


    En este sentido, el ámbito de la promoción de la democracia y la ayuda al desarrollo y lucha contra la pobreza (Alianza contra el hambre) también ha sido una prioridad del gobierno Zapatero durante la primera legislatura. Como se señalaba más arriba, bajo su primer mandato, la ayuda al desarrollo creció de forma muy importante, situando a España entre los primeros países donantes. Según algunos observadores, sin embargo, no está tan claro que el incremento del gasto fuera acompañado de una estrategia definida sobre cómo, dónde y en qué invertirlo (Areilza y Torreblanca, 2009). Problemas parecidos se han observado en la definición estratégica y en la escasez de políticas de promoción de la democracia o de los derechos humanos, que tuvieron un papel secundario para la política exterior de Zapatero (FRIDE, 2008).


    
      
        25 Sobre la política exterior socialista en la primera legislatura puede verse Real Instituto Elcano (2007), Powell (2009), Areilza y Torreblanca (2009), Torreblanca (2010) a quienes básicamente se sigue aquí.
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    1. INTRODUCCIÓN


    Recién comenzado 2008, cuando José Luis Rodríguez Zapatero disolvió las Cortes y puso fin a su primera legislatura como presidente del Gobierno, España acababa de encadenar una etapa de trece años de crecimiento económico ininterrumpido —rondando una media anual del 3,5% del Producto Interior Bruto (PIB)— a un ritmo nítidamente superior al estadounidense, el doble que el alemán o el triple que el italiano. Si bien la fase expansiva se remontaba a 1995, la Legislatura 2004-2008 arrojaba, al menos en apariencia, los mejores resultados económicos desde la recuperación de la democracia. Tal y como subrayaba el programa electoral con el que se presentó el Partido Socialista (PSOE, 2008) a las elecciones del 9 de marzo, durante ese cuatrienio el PIB había crecido a una media del 3,7% anual y la renta per cápita de las personas había aumentado en 4.000 euros; un 20% superior en términos reales cuando se comparaba con 2004. También en ese periodo había subido el salario mínimo o las pensiones mínimas, en ambos casos en más de un 25%, y sobre todo despuntaba el incremento del empleo a una media superior del 3,5% anual. En solo cuatro años se habían creado hasta tres millones de puestos de trabajo —la mitad empleos estables—, lo que representaba que cuatro de cada diez nuevos puestos de trabajo creados dentro de la Unión Europea (UE) eran españoles y que la tasa de paro se reducía tres puntos con respecto a 2004, quedando a menos de un punto de la media de la zona euro. Los indicadores relativos a la sostenibilidad de las cuentas públicas resultaban igualmente brillantes pues el superávit público había superado ampliamente el 1,5% del PIB, la deuda pública estaba en ese momento por debajo del 35% del PIB y el fondo de reserva de Seguridad Social pasaba de 15.000 a más de 50.000 millones de euros. Por su parte, las empresas también se beneficiaban del momento: España era el octavo país del mundo por su stock de inversión directa en el extranjero, la mayor entidad financiera europea era entonces el Banco Santander, Telefónica aparecía como la tercera compañía mundial de telecomunicaciones y grandes empresas textiles, de la construcción o del sector energético se expandían por el mundo. Como muestra quizás más representativa de lo espectacular del momento —y de acuerdo a los datos que entonces acababa de publicar el servicio estadístico de la UE (Eurostat)— España superaba por vez primera la media de riqueza de la UE y acababa de adelantar a Italia en renta per cápita animando al presidente Zapatero a aventurar públicamente que los objetivos para futuros «sorpassos» eran Francia… y Alemania.


    Y, sin embargo, cuando Rodríguez Zapatero abandonó el Palacio de la Moncloa en diciembre 2011, la situación era tan distinta que, en un contraste radical y dramático con la anterior Legislatura, se registraban los peores resultados económicos desde la recuperación de la democracia. Prácticamente todos los indicadores que tanto brillaban cuatro años atrás, se desplomaban: el PIB había caído —arrastrado sobre todo por el hundimiento de la demanda interna que iba a registrar fuertes tasas negativas durante todo el periodo—, la riqueza volvía a situarse por debajo de la media de la UE y el paro llegaba a la escalofriante cifra de cinco millones de desempleados. En solo dos años (2008 y 2009), el balance presupuestario había sufrido un deterioro de trece puntos —desde el 1,9% de superávit al 11,2% de déficit— y los problemas de sostenibilidad de la deuda pública —que en 2011 ya superaba el 66% del PIB y, por tanto, pasaba a incumplir el criterio de convergencia para la zona euro— se reflejaba en rebajas crediticias por parte de las agencias de calificación y, sobre todo, en el muy significativo aumento de la prima de riesgo que debía pagar el bono soberano español en relación con el alemán (desde apenas 8 puntos básicos a principio de 2008 hasta los 460 que alcanzó en la semana de las elecciones generales de 2011).


    Es verdad que, de forma prácticamente simultánea al periodo de la Legislatura, se había venido produciendo la peor crisis económica internacional desde la Gran Depresión, pero —tal y como se recoge en la Tabla 2.1— el impacto de la recesión había sido mucho mayor en España que en los países de su entorno tanto en lo relativo a las cuentas púbicas (por ejemplo, en 2009 el déficit español era más del doble que el registrado en el conjunto de la eurozona) y, sobre todo, de destrucción de puestos de trabajo. Aunque la economía española se había contraído entre 2007 y 2011 de forma solo ligeramente superior al promedio de la eurozona, la tasa de desempleo había crecido desde el 8,3% al 21,6% de la población activa en cuatro años mientras que en la eurozona solo se había pasado del 7,6% al 10,1%. La situación de las empresas, que además padecían enormes problemas para acceder a la financiación, también era comparativamente mucho peor que en el resto de Europa como demuestra el que la producción industrial de la zona euro hubiese ya recuperado en 2011 el índice de referencia de 2005 mientras en España se situaba en el 83% con respecto a ese año base. En suma, de acuerdo a estos datos y a la mayor parte de las predicciones realizadas por los economistas y las organizaciones internacionales, España —que terminaba la legislatura con tasas de crecimiento interanual de nuevo negativas y que se alejaba nítidamente de Francia o Alemania en renta per cápita— iba a ser uno de los países europeos que más lentamente saldría de la crisis.


    El reflejo político de este descalabro económico y de la reducción del bienestar de los españoles fue nítido. La inmensa mayoría de los ciudadanos había visto deteriorada en cuatro años su situación personal, bien como consecuencia directa del desempleo o la reducción de ingresos o bien, más indirectamente, por la falta de perspectivas de mejora. En consecuencia, tal y como se plasmaba en los estudios de opinión, la sociedad se había sumido en el pesimismo e incluso había cambiado por completo la percepción que tenía —hasta ese momento cada vez más autocomplaciente— sobre el éxito de España como proyecto y sobre su posición en el mundo (Molina y Tovar, 2011)1. A la hora de votar, los electores consideraron que el Gobierno había realizado una muy mala gestión de la crisis y que el Partido Popular (PP) estaba más capacitado para esa tarea por lo que castigaron al PSOE en las urnas de manera rotunda2. Si en marzo de 2008 el PSOE había obtenido más de once millones de votos (43,64% del total, subiendo un punto en relación con 2004) y el PP se había quedado a casi un millón de distancia (40,11%), el 20 de noviembre de 2011, el PSOE obtuvo el peor resultado de su historia reciente al perder más de cuatro millones de votos (28,73%, representando una disminución de quince puntos porcentuales y de sesenta diputados con respecto a las anteriores elecciones). El PP obtuvo la mayoría absoluta con una diferencia de dieciséis puntos y una ventaja de setenta y cinco diputados, asumiendo el poder poco antes de que acabase el año. Por tanto, considerando la espectacularidad de los datos económicos antes expuestos y teniendo en cuenta el directo y profundo impacto electoral de los mismos, parece indudable que cualquier balance politológico de la Legislatura 2008-2011 debe colocar en el centro del análisis el desarrollo de la crisis y el estudio de las políticas de respuesta a la misma impulsadas por el gobierno de Rodríguez Zapatero.


    La estructura de este capítulo se organiza en tres secciones. En primer lugar se realiza una exposición de la situación económica de partida con énfasis en los desequilibrios internos que se habían ido acumulando durante la fase expansiva y que van a retroalimentar negativamente el impacto sobre España de la crisis financiera global iniciada a finales de 2007. Aunque el diagnóstico sobre el potencial peligroso de la burbuja inmobiliaria y sobre la necesidad de cambiar el modelo productivo español estaba ya realizado desde que Rodríguez Zapatero llegó al poder, en esa sección se apuntan también brevemente los motivos que llevaron al gobierno a no impulsar decididamente entre 2004 y 2008 las políticas que se derivaban de ese diagnóstico, de forma que a lo largo de ese periodo incluso se agudizaron los desequilibrios que estaban en gran medida interrelacionados: baja competitividad en los mercados de factores productivos, déficit estructural en la balanza de pagos, alto endeudamiento privado y problemas en el sector financiero.


    En la segunda sección se describe la evolución cronológica de la crisis a lo largo de la segunda legislatura de Zapatero, distinguiendo tres momentos bien diferenciados en las políticas de respuesta instrumentadas por el gobierno: una primera etapa de negación o minimización que durará hasta otoño de 2008, después una fase de respuesta neo-keynesiana que se prolonga hasta mayo de 2010 y, finalmente, tras un profundo giro, la apuesta por la consolidación fiscal y las reformas estructurales. A continuación, el texto aborda desde una perspectiva politológica el análisis de la evolución en la adopción de decisiones a lo largo del periodo considerando dos factores principales: la configuración político-institucional —que determina los marcos de actuación y el poder de los distintos actores— y las ideas o marcos cognitivos de los decisores. Como se verá, la variable europea resulta clave para explicar todo el desarrollo de la política económica en estos años. Por último, y junto a otras conclusiones sobre posibles lecciones de la crisis y sobre el margen real que tuvo el gobierno para haber gestionado la situación de otra manera, el capítulo se cierra con una reflexión que versa precisamente sobre el impacto de la crisis en la variación de los paradigmas dominantes y en el marco político-institucional de la economía española.


    
      
        1 Véanse, por ejemplo, los resultados de los estudios del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) realizados en los últimos meses del presidente Rodríguez Zapatero y compárense con los realizados cuatro años atrás. En diciembre de 2007 los españoles seguían señalando al terrorismo como principal problema de España, solo el 10,9% calificaba la situación económica de muy mala y un 18,4% creía que era buena. Al acabar 2011 apenas el 0,7 % de los encuestados creía que la situación económica era buena mientras el 56,5% la consideraba muy mala. Además, el paro era mencionado espontáneamente por el 63,8% como el principal problema del país, mientras otro 19% señalaba los problemas económicos en general (CIS 2007; 2011a; 2011b).

      


      
        2 Antes de las elecciones, la gestión del gobierno solo era calificada como buena o muy buena por un magro 5,5% de los ciudadanos, mientras el 62,3% pensaba que había sido mala o muy mala (subiendo ese porcentaje de calificación negativa hasta el 78,3 % al evaluarse la gestión estrictamente económica). Además, el 41,2% pensaba que el PP estaba más capacitado para afrontar la economía y solo el 15% consideraba mejor al PSOE en ese terreno (CIS, 2011a).

      

    

  


  
    2. EL CONTEXTO PREVIO: LOS DESEQUILIBRIOS DE LA ECONOMÍA ESPAÑOLA HASTA 2007


    Como ya se ha mencionado al principio de la introducción, España vivió durante más de trece años —desde finales de 1994 hasta los primeros meses de 2008— un periodo ininterrumpido de crecimiento económico. La fase expansiva se había iniciado como consecuencia de las mejoras de competitividad producidas a partir de 1985 y que incluían diversos factores de largo alcance, que estaban en su mayor parte conectados al impacto positivo de la integración europea3, aunque también ayudaron otros elementos más puntuales como la devaluación de la peseta producida en la crisis de 1992-1993. Pero a partir de 1999, con la liberalización del mercado del suelo decidida un año antes por el Gobierno de Aznar, combinada con las generosas desgravaciones tributarias por la compra de vivienda y con la cesión de la política monetaria al recién creado Banco Central Europeo (BCE), se va a iniciar una segunda etapa del crecimiento con características que pueden ya considerarse propias de lo que luego se denominó la burbuja inmobiliaria (García-Montalvo, 2005; Arellano y Bentolila, 2009). Gracias al abaratamiento del precio del dinero —con tipos de interés reales que llegaron a ser negativos— y a la ausencia de riesgo de tipo de cambio, la demanda interna comenzó a crecer aceleradamente. El aumento del crédito y la confianza en el futuro de empresas y particulares —tanto de España como del resto de la UE en busca de segunda residencia— alentó el aumento del consumo y de la inversión en vivienda, provocando a su vez un rápido aumento del empleo en el sector de la construcción (Garriga, 2010). Con la introducción física del euro a partir de 2002 y con una política monetaria muy laxa por parte del BCE —que estaba atendiendo la complicada situación económica de Alemania sin que le preocuparan excesivamente las tensiones inflacionistas españolas—, la expansión entró en una tercera etapa. Es en ese momento cuando se produjo una inmigración masiva, dada la necesidad de mano de obra en el sector inmobiliario, que no solo permitió mantener el ritmo constructor sino que también ayudó a retroalimentar por unos años más la demanda interna con nuevos consumidores y demandantes de vivienda (Pérez y Serrano, 2008).


    Los catorce años de crecimiento de la economía española tuvieron indudables efectos positivos que se tradujeron en un aumento general de la riqueza nacional, que pasó desde el 92% al 105% de la media de la UE, y en la mejora de otros muchos indicadores específicos. Creció el patrimonio inmobiliario y financiero de los hogares, descendió el paro, ciertas empresas obtuvieron el músculo suficiente para poder afrontar retos de mayor envergadura, se sanearon las cuentas públicas —incluyendo la capacidad para financiar nuevas infraestructuras, políticas sociales o gasto en ciencia y tecnología—, e incluso se produjo un enorme aumento de la presencia de España en el mundo globalizado y no solo en el terreno estrictamente económico: cooperación al desarrollo, atracción de inmigrantes o proyección cultural (Molina y Olivié, 2011).


    Ahora bien, los efectos perniciosos de la burbuja que había impulsado la expansión a partir de 1999 resultaron ser igualmente considerables y, cuando se combinaron con la restricción internacional del crédito desde 2007 y con la recesión europea desde 2008, provocaron una reacción sistémica que hizo que la crisis golpeara con mucha mayor dureza a España. Los problemas económicos específicos que España había ido incubando eran, al menos, cuatro y estaban todos relacionados con el sector del ladrillo: (i) un déficit estructural en la balanza de pagos; (ii) una pérdida de competitividad provocada por el diferencial de inflación y los costes laborales; (iii) la consolidación de un modelo productivo de escaso valor añadido que deterioraba la calidad del capital humano; y (iv) un endeudamiento privado de dimensiones colosales que ponía en peligro la sostenibilidad del sector financiero4.


    El déficit estructural en la balanza de pagos constituye el primer gran efecto negativo de los años de expansión. Como muestra el Gráfico 2.1, las políticas monetarias laxas del BCE —que beneficiaban a Alemania —y el exceso de ahorro en los países centrales de la eurozona como consecuencia de las políticas de austeridad, generaron en Alemania y su entorno un superávit por cuenta corriente que financió de forma barata la deuda privada y promovió la burbuja inmobiliaria en los países de la periferia (Jeanne et al., 2011). Desde 1998 hasta 2007 el déficit por cuenta corriente español no dejó de ser cada año superior al anterior llegando en el último año al 10% del PIB; el segundo más elevado del mundo en términos absolutos —solo por detrás del de Estados Unidos— y el alto endeudamiento exterior resultante contribuyó además a provocar, como se señala más abajo, tensiones sobre el funcionamiento del sector financiero español5.


    Gráfico 2.1. Déficit por cuenta corriente en la UE (millardos de dólares)


    [image: ]


    Fuente: Fondo Monetario Internacional, World Economic Outlook Database, Septiembre 2011


    En segundo lugar, y muy vinculado a lo anterior, la competitividad de la economía española se fue erosionando progresivamente en estos años. Coincidiendo con la creación del euro, los países de Europa del norte comenzaron a implementar una serie de profundas reformas orientadas a la liberalización del mercado de trabajo y al fomento de la innovación (como los paquetes «Hartz» en Alemania o la aplicación en serio de los contenidos de la Agenda de Lisboa en Escandinavia, Holanda y los países anglosajones) y, gracias a esas reformas estructurales, cayeron sus costes productivos y aumentaron su capacidad exportadora. Mientras, en España —que había entrado en el euro con un tipo de cambio relativamente favorable— se empezó a arrastrar una inflación superior en un punto a la de la media de la zona euro y, por efecto de la bonanza, los salarios también empezaron a crecer. Los costes laborales unitarios en España (tal y como señala el Gráfico 2.2) pasaron a estar por encima de los de los países de Europa central y septentrional, acumulándose así una progresiva pérdida de competitividad-precio de sus productos que alimentó aún más el déficit por cuenta corriente6.


    Gráfico 2.2. Evolución de la competitividad. Costes laborales unitarios
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    Fuente: Banco Central Europeo


    En tercer lugar, la pérdida de competitividad en lo relativo al factor trabajo no se producía solo por el aumento de los costes, sino por otros efectos perniciosos sobre el capital humano (Serrano, 2010). Por un lado, era evidente que el modelo —al basarse en la construcción, la hostelería y otros sectores servicios de poco valor añadido— no congeniaba especialmente con la productividad, desincentivaba la formación profesional más cualificada y además animaba a los jóvenes a abandonar los estudios prematuramente pues, al menos durante la fase más caliente de la expansión, el salario de los menos cualificados creció más rápidamente que el de los más cualificados (Felgueroso y Garicano, 2012), rompiéndose la pauta de convergencia educativa con el norte de Europa que había funcionado en los ochenta y noventa (Green et al., 2001). Además, por efecto de la regulación rígida del mercado laboral y las características de los empleos que generaba la burbuja, la mayor parte de los contratos eran eventuales o temporales con escasa retribución, provocándose así una dualidad y un trato en muchos casos peor a los trabajadores más productivos, que estaban desprotegidos, frente a los fijos que se beneficiaban de un sistema con elevados costes de despido y negociación colectiva centralizada en cada sector de actividad.


    Por fin, en cuarto lugar, se produjo un auge descontrolado del crédito promotor —que llegó hasta los 320.000 millones de euros en 2008— provocando un endeudamiento privado de dimensiones colosales, un agravamiento del endeudamiento exterior de España y, en consecuencia, una amenaza para la sostenibilidad del sector financiero. Los bancos españoles, y sobre todo las cajas de ahorro, pasaron a tener balances muy desequilibrados y sesgados hacia la actividad inmobiliaria, otorgaban créditos con muy poca prudencia, y se iban haciendo muy dependientes de la financiación exterior.


    Pero, probablemente, el efecto más pernicioso que provocó la burbuja inmobiliaria en la política económica española de los primeros años del siglo XXI no se refiere tanto a los cuatro grandes desequilibrios sustantivos arriba mencionados, sino a la desaparición o —si se quiere— a la profunda atenuación de los incentivos político-institucionales y en el plano de las ideas para impulsar los ajustes que esos desequilibrios requerían. En efecto, si la renta per cápita y el empleo aumentaban, si el Estado registraba superávit y además podía realizar nuevas inversiones con holgura, y si varias multinacionales españolas —sobre todo del sector servicios— triunfaban en Latinoamérica y otras partes del mundo, resultaba políticamente muy difícil atreverse a pinchar la burbuja. A diferencia de otros países europeos, sobre todo en el centro y norte del continente, que reaccionaron antes de la crisis global lanzando profundas reformas estructurales —porque desde el cambio de siglo venían experimentando dificultades exportadoras ante el desarrollo de una competencia internacional creciente o el aumento de los precios del petróleo y de otras materias primas— España no percibió esos primeros problemas ocultos tras su inflada demanda interna. Entre 2004 y 2008, y a pesar de que los expertos independientes, los departamentos económicos del Gobierno y las instituciones europeas habían diagnosticado los peligros del sobrecalentamiento de la economía española, no se dieron las condiciones para abordar las reformas (Royo, 2009b).


    El PSOE, que en toda la primera legislatura no había conseguido despegarse claramente del PP en las encuestas y que estaba embarcado en diversos frentes políticos muy delicados —tales como la reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña o las negociaciones con ETA— deseaba que la gestión económica sirviese como estandarte de estabilidad, que siguiera aumentando el crecimiento y que se mantuviera la paz social con los sindicatos como marca de estilo. Además, es posible que en los responsables económicos del gobierno, las consideraciones de competitividad se subordinaran a las fiscales; teniendo en cuenta que se deseaba rebajar impuestos y que, para sostener un presupuesto público ambicioso y saneado, resultaban necesarios los enormes ingresos que proporcionaba la burbuja al Estado, a la Seguridad Social, a las Comunidades Autónomas (CCAA) y a los entes locales.


    Los cuadros liberales en la oficina económica del presidente, en el ministerio de Economía y Hacienda o en el Banco de España, ante las dudas de cómo abordar el paso desde una economía insostenible en el largo plazo aunque exitosa en el momento presente hasta un nuevo modelo productivo sobre el que había todo tipo de incertidumbres de futuro, optaron por la continuidad o por tímidos pasos para apoyar algunos avances en terrenos como, por ejemplo, el de la innovación. En todo caso, lo cierto es que nunca tuvieron una auténtica disposición para la reforma como demuestra el que no se pasara del diagnóstico al verdadero plan de actuación (Gobierno de España, 2008). Es verdad que desde 2004 existía un Programa Nacional de Reformas pero su contenido en el primer momento se orientaba más bien a actuaciones sectoriales para ganar eficiencia —en energía, en el sistema nacional de ciencia y tecnología o en el gasto sanitario— y para mejorar la financiación de la actividad emprendedora. Sin embargo, ni se alteraron los incentivos fiscales a la vivienda, ni se lanzaron reformas en los mercados de factores productivos orientadas a aumentar la productividad, ni se controlaron los créditos concedidos por la banca7.


    Solo un impulso externo podría haber alterado ese statu quo y haber abierto una ventana para la reforma pero, a diferencia de lo que había ocurrido durante la historia económica reciente de España en tres ocasiones —con motivo de la preparación de la adhesión, del Libro Blanco del Mercado Interior y de la incorporación al euro— en este momento la UE no estaba actuando como instigador activo de los cambios que pudiese romper los puntos de veto internos y sirviese de justificación ideológica para los reformistas. Al fin y al cabo, España cumplía entonces virtuosamente con los criterios de convergencia —que se referían fundamentalmente a la estabilidad fiscal— y la Agenda de Lisboa no consistía más que un método abierto de coordinación sin que el incumplimiento de sus objetivos supusiera sanción alguna (Keller-Noëllet et al., 2010). En cierto modo, se asistía a una dinámica de deseuropeización (Molina, 2011) o, de forma más precisa, podía decirse que la economía española estaba más interconectada que nunca a la europea pero que, por primera vez desde los años ochenta, la UE no solo no estaba ayudando a España a ganar competitividad sino que, a través de los mecanismos antes expuestos (la política pro-cíclica del BCE con tipos de interés más bajos de los que convenían a España y la facilidad con la que se estaba acentuando el déficit por cuenta corriente), estaba contribuyendo a alimentar sus desequilibrios.


    
      
        3 Entre esos factores destacan: (i) los efectos de la reconversión industrial realizada en vísperas de la adhesión a las Comunidades Europeas, (ii) la mejora sustantiva del capital físico y humano que se había producido por la combinación de los fondos europeos recibidos y una serie de políticas socialdemócratas desde el lado de la oferta (Boix, 1996), (iii) las economías de escala producidas gracias al Mercado Interior, (iv) los esfuerzos de reducción del déficit público y la inflación para incorporar el país al euro, y (v) los procesos de privatización y desregulación de diversos mercados de factores productivos impulsados especialmente en la primera legislatura del gobierno de Aznar. Sobre el enorme impacto de la variable europea en el gobierno de la economía española durante los quince primeros años de pertenencia a la UE, véanse Molina (2001), Piedrafita et al. (2006) o González Vallvé y Benedicto (2006).

      


      
        4 Además, desde un punto de vista más socialdemócrata, se ha señalado que el ciclo expansivo produjo otros problemas como el aumento de las desigualdades —debido tanto a la reducción del valor relativo de factor trabajo en el PIB final como a las crecientes diferencias salariales—, un estancamiento del gasto social y un modelo de producción y consumo muy contaminante. Véase, por ejemplo, Navarro et al. (2011).

      


      
        5 De hecho, el único indicador fiable sobre qué países de la eurozona iban a tener más problemas cuando se produjese una crisis no consiste en el historial de déficit presupuestario o deuda pública, sino en el del déficit por cuenta corriente que implica una acumulación de deuda privada. Es verdad que Grecia e Italia también arrastraban desde la década de los noventa una elevada deuda pública pero en el caso de Irlanda, Portugal y —sobre todo— España el estado de las cuentas públicas era bueno. Sin embargo, eso no evitó sus actuales dificultades al no existir en esos países la voluntad —pero también, hasta cierto punto, tampoco la capacidad ya que no controlaban los tipos de interés— de pinchar sus respectivas burbujas (Steinberg y Molina, 2012).

      


      
        6 Según el World Economic Forum (2010), España habría ido perdiendo competitividad y en 2009 ocupaba el 14º lugar dentro de la UE y el 9º dentro de la eurozona. No obstante, hay autores que afirman que el problema de la divergencia en niveles de productividad entre los países europeos, así como las pérdidas de competitividad de los países de la periferia suele exagerarse (Wyplosz, 2011). También puede subrayarse que la medición en sí misma de estos conceptos presenta muchos problemas metodológicos (Gros y Alcidi, 2011) y lo cierto es que, pese a que España ha perdido competitividad de acuerdo a estos indicadores, sus empresas apenas habrían perdido cuota de mercado.

      


      
        7 Desde el ministerio de la Vivienda, un departamento políticamente débil y joven que había creado Rodríguez Zapatero en 2004, se intentó tímidamente enfriar la burbuja inmobiliaria pero el vicepresidente y ministro de Economía Pedro Solbes se opuso a la idea de retirar la deducción por compra de primera vivienda. El Banco de España, por su parte, no sintió la necesidad de una regulación y supervisión más estricta del sector financiero hasta bien entrada la crisis.

      

    

  


  
    3. LA EVOLUCIÓN DE LA CRISIS Y LAS POLÍTICAS DE RESPUESTA INSTRUMENTADAS DESDE ESPAÑA


    En 2007, cuando la primera legislatura de Rodríguez Zapatero concluía, la impresión generalizada era que se había conseguido extender y reforzar durante cuatro años la fase expansiva. Existía un diagnóstico económico sobre la necesidad de las reformas pero el desinterés político por impulsarlas, teniendo en cuenta que supondrían resistencias sociales y muy inciertos resultados —y que además no las pedía seriamente la oposición que orientaba sus críticas a otros ámbitos, ni los sindicatos o los empresarios, ni la opinión pública y ni siquiera las instituciones europeas— llevó a una política económica de continuidad. Sin embargo, desde ese verano se había producido en Estados Unidos una crisis hipotecaria —con quiebras o intervenciones públicas que iban extendiendo la desconfianza crediticia— y en enero de 2008 las bolsas registraron profundas caídas. A partir de ese momento, arranca la crisis financiera y económica global que se va a desencadenar ya abiertamente a lo largo del año, justo cuando el presidente se estaba preparando para seguir gobernando cuatro años más. El PSOE ganó las elecciones del 9 de marzo comenzando a partir de ese momento la gestión —en tres etapas bien diferenciadas— de una crisis mucho más profunda de lo que creían los más pesimistas.


    3.1. La fase de negación de la crisis (enero de 2008-julio de 2008)


    En un primer momento, entre enero y verano de 2008, la política económica de respuesta a la crisis consistió en su negación o, si acaso, minimización. El PSOE había llegado a incluir en el programa electoral la promesa del pleno empleo y por tanto —en los primeros meses del año, durante la campaña e incluso en el debate de investidura— la tesis oficial era que la economía española había adquirido una fortaleza tal que era posible afrontar, en muchas mejores condiciones que en el pasado, las «consecuencias transitorias que pueda generar una situación de incertidumbre en el contexto internacional» (PSOE, 2008). Se confiaba en que existía capacidad de respuesta para el período que pudiese durar esa coyuntura y capacidad de rápida mejora cuando concluyese. Para el Gobierno, las acciones que había que emprender en ese momento para reforzar la competitividad de la economía se limitaban a mantener el clima de diálogo con sindicatos y organizaciones empresariales y a simplificar el sistema tributario con distintas rebajas de la carga fiscal: la eliminación del Impuesto sobre el Patrimonio, la exención del Impuesto de Sucesiones al 80 % de los contribuyentes y la previsión de que un millón y medio de contribuyentes quedasen exentos del Impuesto sobre la Renta y que quienes individualmente ingresaran hasta 12.000 euros al año se ahorrasen al menos un 60% del impuesto. Además, ante la perspectiva de «desaceleración», «incertidumbre», «situación menos favorable», «coyuntura difícil» u otros eufemismos utilizados con imaginación, el Gobierno parecía convencido de que existía un amplio margen fiscal disponible por lo que se decidieron las primeras medidas de estímulo a la demanda como el derecho universal a una prestación familiar de 2.500 euros por nacimiento o adopción y, sobre todo, una nueva deducción de 400 euros en la cuota estatal del Impuesto sobre la Renta para todos los trabajadores por cuenta ajena y pensionistas.


    Pasadas las elecciones —y cuando el presidente ya había anunciado la renovación de Solbes al frente de la vicepresidencia económica— se asumió la necesidad de acometer medidas inmediatas para afrontar la situación económica que se auguraba complicada pero transitoria hasta, aproximadamente, la mitad de la legislatura. Esas primeras medidas, anunciadas durante el discurso de investidura en abril, lejos de romper amarras con el modelo de la construcción y el crédito promotor, se orientaron a minimizar los efectos de los problemas sobre el mismo, por lo que se anunció un plan de recolocación para los parados del sector inmobiliario o la ampliación del plazo del pago de las hipotecas en un momento en que repuntaban los tipos de interés. Además, se defendía con convicción la tesis de que la causa de la crisis residía exclusivamente en turbulencias de la economía mundial externas a España y que las características del modelo económico o del sistema financiero nacionales, lejos de ser un agravante de las mismas, servirían como «un buen amortiguador». Las previsiones de crecimiento, en fin, comenzaron a revisar ligeramente a la baja desde la previsión inicial del Gobierno del 3,1% al 2,4% (aunque el año terminó en el 0,8%) pero no se llegó a incluir ninguna medida orientada a abordar el problema del alto endeudamiento privado, la pérdida de competitividad empresarial, el déficit exterior, los aumentos de inflación —sobre todo del petróleo— o la falta de liquidez del sistema financiero.


    En junio de 2008, en un clima ciudadano que roza el estupor o incluso la chanza por la resistencia del presidente de aceptar la gravedad de la situación que es cada vez más evidente en términos de destrucción de empleo y cese de actividad, Zapatero admitió que la economía tenía «dificultades serias» y que la situación era claramente adversa. Sin embargo, aunque se hablaba de «casi frenazo», el Presidente continuaba sin mencionar la palabra «crisis» y se limitaba a anunciar una serie de respuestas del Gobierno que, al margen del despliegue de los rápidos efectos de los estabilizadores automáticos, resultaban ser bastante tímidas en su impacto y sobre todo continuistas en el modelo anterior: la financiación de un plan de rehabilitación inmobiliaria que pudiese absorber el elevado desempleo en la construcción y la conversión del Instituto de Crédito Oficial (ICO) en el agente económico que dotase de la financiación que estaban dejando de recibir las medianas empresas y la promoción de viviendas protegidas. También se anunciaron algunas medidas de austeridad como un recorte del 0,2% en el gasto público corriente, la reducción de la oferta de empleo público para el año 2009 o la congelación de los sueldos de los altos cargos. No sería, sin embargo, hasta julio cuando el presidente utilizó por primera vez el término «crisis» pero no iba a ser hasta después del verano —tras la caída de Lehman Brothers que abrió una nueva fase mucho más grave y en el momento en que algunos países europeos iban entrando en abierta recesión— cuando el Gobierno decidió iniciar una nueva estrategia más activista pues parecía ya inevitable dar por terminada la fiesta (The Economist, 2008; Royo, 2009a).


    3.2. La fase de respuesta keynesiana (agosto de 2008-abril de 2010)


    A partir del verano de 2008, el Gobierno asumió que debía gestionar una situación de grave crisis económica (ver Tabla 2.1) pero Rodríguez Zapatero prometió que lo haría de manera socialdemócrata. Una manera que, a juicio del presidente, implicaba un compromiso de respeto al diálogo social con los sindicatos y empresarios, la garantía de que no se producirían recortes sociales y que el crecimiento se podía estimular con más inversiones en infraestructuras, educación e innovación. El Gobierno, que aún en septiembre descartaba el estancamiento duradero, y mucho más la recesión, comenzó a partir de entonces —y durante los siguientes dos años— un curioso encadenamiento de erráticas previsiones y de sistemáticas rectificaciones posteriores cada vez que la realidad demostraba que los vaticinios sobre perspectivas de recuperación resultaban excesivamente optimistas.


    Tabla 2.1. Principales indicadores económicos de España y la Eurozona (2007-2011)


    
      
        
        
        
        
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	

          	
            2007

          

          	
            2008

          

          	
            2009

          

          	
            2010

          

          	
            2011

          
        


        
          	
            España

          

          	
            Zona €

          

          	
            España

          

          	
            Zona €

          

          	
            España

          

          	
            Zona €

          

          	
            España

          

          	
            Zona €

          

          	
            España

          

          	
            Zona €

          
        


        
          	
            PIB per cápita


            UE-27=100

          

          	
            105

          

          	
            110

          

          	
            104

          

          	
            109

          

          	
            103

          

          	
            109

          

          	
            100

          

          	
            108

          

          	
            99

          

          	
            108

          
        


        
          	
            Crecimiento


            Variación del PIB en %

          

          	
            3,5

          

          	
            3,0

          

          	
            0,9

          

          	
            0,3

          

          	
            -3,7

          

          	
            -4,2

          

          	
            -0,1

          

          	
            1,8

          

          	
            0,8

          

          	
            1,8

          
        


        
          	
            Demanda nacional


            Contribución a variación PIB en %

          

          	
            4,3

          

          	
            2,7

          

          	
            -0,5

          

          	
            0,2

          

          	
            -6,6

          

          	
            -3,5

          

          	
            -1,0

          

          	
            1,0

          

          	
            -1,2

          

          	
            0,8

          
        


        
          	
            Demanda externa


            Contribución a variación PIB en %

          

          	
            -0,8

          

          	
            0,3

          

          	
            1,4

          

          	
            0,0

          

          	
            2,8

          

          	
            -0,7

          

          	
            0,9

          

          	
            0,8

          

          	
            2,0

          

          	
            0,9

          
        


        
          	
            Producción industrial


            (base 2005=100)

          

          	
            107,1

          

          	
            108,3

          

          	
            99,1

          

          	
            106,6

          

          	
            83,8

          

          	
            90,8

          

          	
            84,5

          

          	
            97,5

          

          	
            83,3

          

          	
            101,2

          
        


        
          	
            Tasa de desempleo


            En % de la población activa

          

          	
            8,3

          

          	
            7,6

          

          	
            11,3

          

          	
            7,7

          

          	
            18,0

          

          	
            9,6

          

          	
            20,1

          

          	
            10,1

          

          	
            21,6

          

          	
            10,1

          
        


        
          	
            Tasa de desempleo juvenil


            En % de la población activa

          

          	
            18,2

          

          	
            15,8

          

          	
            24,6

          

          	
            16,0

          

          	
            37,9

          

          	
            20,2

          

          	
            41,6

          

          	
            20,9

          

          	
            46,5

          

          	
            20,9

          
        


        
          	
            Afiliados a la Seguridad Social


            Millones a fin de periodo

          

          	
            19,152

          

          	
            -

          

          	
            19,006

          

          	
            -

          

          	
            17,916

          

          	
            -

          

          	
            17,581

          

          	
            -

          

          	
            17,326

          

          	
            -

          
        


        
          	
            Coste laboral


            Variación anual en %

          

          	
            4,6

          

          	
            3,5

          

          	
            5,1

          

          	
            4,1

          

          	
            5,0

          

          	
            2,4

          

          	
            0,7

          

          	
            1,6

          

          	
            2,0

          

          	
            2,8

          
        


        
          	
            Inflación


            Variación anual en %

          

          	
            2,8

          

          	
            2,1

          

          	
            4,1

          

          	
            3,3

          

          	
            -0,3

          

          	
            0,3

          

          	
            1,8

          

          	
            1,6

          

          	
            3,2

          

          	
            2,7

          
        


        
          	
            Tipo de intervención BCE


            Porcentajes a fin de periodo

          

          	
            -

          

          	
            4,0

          

          	
            -

          

          	
            2,5

          

          	
            -

          

          	
            1.0

          

          	
            -

          

          	
            1.0

          

          	
            -

          

          	
            1,0

          
        


        
          	
            Balanza comercial


            Miles de millones de euros

          

          	
            -97,6

          

          	
            6,2

          

          	
            -92,8

          

          	
            -57,1

          

          	
            -48,9

          

          	
            13,8

          

          	
            -50,5

          

          	
            -14,7

          

          	
            -34,0

          

          	
            -23,0

          
        


        
          	
            Balanza cuenta corriente


            Miles de millones de euros

          

          	
            -104,1

          

          	
            6,8

          

          	
            -104,2

          

          	
            -145,1

          

          	
            -53,4

          

          	
            -27,9

          

          	
            -47,0

          

          	
            -45,7

          

          	
            -35,3

          

          	
            -25,1

          
        


        
          	
            Bolsa: IBEX 35 / EuroStoxx 50


            Variación anual en %

          

          	
            20,7

          

          	
            13,4

          

          	
            -21,2

          

          	
            -24,5

          

          	
            -14,1

          

          	
            -23,0

          

          	
            1,1

          

          	
            8,4

          

          	
            -4,6

          

          	
            -3,2

          
        


        
          	
            Déficit público


            En % del PIB

          

          	
            1,9

          

          	
            -0,7

          

          	
            -4,5

          

          	
            -2,1

          

          	
            -11,2

          

          	
            -6,3

          

          	
            -9,3

          

          	
            -6,0

          

          	
            -8,4

          

          	
            -4,3

          
        


        
          	
            Deuda pública


            En % del PIB

          

          	
            36,2

          

          	
            66,2

          

          	
            40,1

          

          	
            69,9

          

          	
            53,8

          

          	
            79,3

          

          	
            62

          

          	
            85,1

          

          	
            66

          

          	
            86,7

          
        


        
          	
            Prima de riesgo de la deuda


            Diferencial con Alemania

          

          	
            8

          

          	
            -

          

          	
            38

          

          	
            -

          

          	
            75

          

          	
            -

          

          	
            152

          

          	
            -

          

          	
            280

          

          	
            -

          
        


        
          	
            Volumen del gasto público


            % del PIB

          

          	
            39,2

          

          	
            45,9

          

          	
            41,3

          

          	
            46,9

          

          	
            45,8

          

          	
            50,8

          

          	
            45,0

          

          	
            50,4

          

          	
            -

          

          	
            -

          
        

      
    


    Fuente: Banco Central Europeo (2011), Comisión Europea (2011) y Gobierno de España (2012) con datos de Eurostat, OCDE, institutos nacionales de estadística, Bolsa de Madrid, Banco de España, Ministerio de Empleo y Seguridad Social, Agencia Tributaria, Financial Times y BCE. En algunos casos los datos de 2011 son estimaciones.


    Fue también por entonces, aprovechando los buenos oficios de la Presidencia francesa de la Unión Europea durante el segundo semestre de 2008, cuando España consigue ser invitada a una cumbre de jefes de Estado o de Gobierno del llamado G-20; un foro que reúne a las teóricamente principales veinte economías mundiales —incluyendo potencias ricas o emergentes— y a la que España no pertenecía de pleno derecho, pese a ser entonces la octava potencia económica mundial (Real Instituto Elcano, 2009). La participación de España en la cumbre de Washington, donde se pretendía iniciar un proceso de refundación del capitalismo o, al menos, de coordinación de la respuesta internacional a la crisis a través de políticas de estímulo, animó al Gobierno a sumarse de forma militante a esa estrategia neo-keynesiana. Se asumía que el estancamiento, la caída de ingresos y el aumento del desempleo empeorarían rápidamente el estado de la hacienda pública pero se entendía que se trataba de una justificada dinámica anti-cíclica automática a la que se iba a sumar, a partir de enero de 2009, el llamado «Plan E». El Plan Español para el Estímulo de la Economía y el Empleo fue un conjunto de diversas medidas de gasto público —que superaban los 50.000 millones de euros— y que se fueron desarrollando a lo largo de 2009 y 2010 para apoyar pequeñas obras públicas municipales (el Fondo estatal para el empleo y la sostenibilidad local), modernizar la economía o apoyar a las empresas (Vegara, 2009).


    A pesar del carácter fragmentario del Plan, del impacto negativo que tuvo sobre el déficit público y de su orientación más al lado de la demanda que a la mejora de la oferta de la economía, el Gobierno lo consideró un éxito y, de hecho, su principal gestora desde el Ministerio de Administraciones Públicas —Elena Salgado— fue nombrada en abril de 2009 vicepresidenta y ministra de Economía y Hacienda en sustitución de Pedro Solbes. El balance final en términos de empleo no puede considerarse plenamente exitoso, puesto que no se evitó que la tasa de desempleo siguiera subiendo, pero sí aplazó durante meses que lo hiciera a toda velocidad (Uxó et al., 2010). En todo caso, este gasto extraordinario era la contribución española a las iniciativas internacionales y europeas de estímulo y —en línea con la concertación llevada a cabo en el G-20 y la UE— se pretendía así mantener la demanda interna mientras la situación de crisis remitía. Como señala la Tabla 2.1, tras una profunda recesión durante 2009 y un déficit presupuestario disparado hasta más del 11% en ese mismo año, los esfuerzos de estímulo parecieron empezar a funcionar y a finales de año comenzaron a vislumbrarse los primeros «brotes verdes» que abrían la puerta a plantearse una estrategia gradual de reducción de los estímulos (Núñez Ramos, 2010). Y fue justo en ese momento en que comenzaba a plantearse la conveniencia de empezar la consolidación fiscal, cuando en Grecia se desencadenó la mutación de la crisis en un nuevo mal que, en breve, resultaría aún más dañino para la economía española: la crisis de la deuda pública soberana (Steinberg y Molina, 2010).


    En efecto, el elevado déficit y el acelerado endeudamiento en las economías periféricas de la zona euro, desató —a partir del descubrimiento de una situación de práctica falta de solvencia en las cuentas griegas— la preocupación de los inversores internacionales ante la posibilidad de un impago por parte de un país de la zona euro; hasta ese momento considerada como una zona de una sólida capacidad para atender sus obligaciones de deuda. Una circunstancia que supuso inmediatamente que la estrategia keynesiana desarrollada en ese último año y medio por España pasase una factura mucho mayor de la esperada. Además, al margen de algún paquete con medidas misceláneas como la reducción de trabas burocráticas o la mejora de la eficiencia energética, las políticas de estímulo no habían ido acompañadas de ninguna reforma estructural profunda por la eternización del diálogo social que los sindicatos y empresarios habían iniciado en 2008 o por la prolongada elaboración del proyecto de Ley de Economía Sostenible que debía impulsar el cambio de modelo productivo (Albentona, 2010). Con todo, justo en ese momento España intentó utilizar la Presidencia rotatoria de la UE para ganar margen político interno que facilitase el impulso de las reformas estructurales y llegó a proponer que las directrices de la Agenda post-Lisboa para ganar competitividad —que tenían que aprobarse durante su semestre— incluyesen incentivos efectivos y sanciones por su cumplimiento. Al margen de la relativa precipitación con la que se abordó la propuesta (Molina, 2010), España descubrió entonces que el rápido deterioro de su economía y el aumento del paro, le habían hecho perder gran parte del capital político que disfrutaba frente a sus principales socios, quienes ni siquiera se molestaron en considerar la idea española.


    En cualquier caso, la combinación entre el importe destinado al Plan E y a la paga de los 400 euros, el impacto de los estabilizadores automáticos y la escalada en el coste de financiación de la deuda pública estaban a punto de agotar el margen de maniobra del Gobierno. Los principales países europeos e incluso Estados Unidos o China llegaron a preocuparse seriamente por el efecto que tendría un contagio de la deriva griega sobre una economía mucho más importante como la española. Así, la noche del 9 de mayo de 2010, el Gobierno se encontró angustiado por los problemas de liquidez y hubo de negociar en el Consejo de Economía y Finanzas (ECOFIN) de la UE que, a cambio del lanzamiento de un fondo de estabilidad europeo que tranquilizase a los mercados, España iba a iniciar la senda de una consolidación fiscal muy estricta y que se emprenderían finalmente las primeras reformas estructurales que hasta ese momento habían sido aplazadas (Bagues et al., 2010).


    3.3. La fase de austeridad y reformas estructurales (mayo de 2010-diciembre de 2011)


    En el año y medio que transcurre entre mayo de 2010 y noviembre de 2011, el tempo de la gestión de la crisis se aceleró enormemente. Rodríguez Zapatero, con el efecto demostración por la intervención de la UE y el Fondo Monetario Internacional sobre Grecia y sus graves consecuencias políticas y sociales, era ya plenamente consciente de la situación tan extremadamente difícil que sufría España y que se reflejaba diariamente en la prima de riesgo de la deuda; es decir, la sobretasa que debía ofrecer el bono español para que los inversores lo comprasen y que además medía la confianza internacional en la solidez de la economía. En el mismo mayo de 2010 acudió al Congreso decidido a reducir la presión sobre la deuda pública y anunció medidas de fuertes recortes en el gasto público que incluían la práctica paralización de todos los proyectos de obra pública, un drástico recorte en el gasto social incluyendo la congelación de las pensiones, la rebaja en el sueldo de los funcionarios, aumentos de la imposición indirecta (IVA), el retraso de la edad de jubilación y, a decir del propio presidente, cuantas otras medidas fuesen necesarias para evitar «cueste lo que cueste» que los problemas de liquidez de España se convirtiesen en una insolvencia. Pocos días después, y por real decreto, se aprobaba una reforma del mercado de trabajo relativamente ambiciosa (Conde-Ruiz et al., 2011) que iba a provocar la ruptura con los sindicatos —tras seis años de paz social— y la convocatoria de una huelga general celebrada en septiembre con éxito desigual8. También se abordó con las CCAA una estrategia coordinada de reducción del déficit público de todos los niveles de gobierno (Tornos, 2012). Y finalmente, entre 2010 y 2011, el Banco de España y el Gobierno dieron un impulso a la reorganización del sector financiero propiciando la fusión de entidades y la conversión de las cajas de ahorro en bancos, de forma que mejorase el acceso al crédito internacional y pudiera fluir éste a las empresas y particulares.


    El PSOE, que pese a la gravedad de la crisis se mantenía hasta mayo de 2010 en los sondeos a muy poca distancia del PP, hundió rápidamente sus perspectivas electorales a partir de este momento. Pero ese desplome en las perspectivas de voto, lejos de hacer rectificar al presidente del Gobierno, pareció liberarle para impulsar más decididamente otras reformas que evitasen a toda costa que España fuese intervenida. Se produjo, sin duda, un antes y un después en su trayectoria como gobernante y en la política de respuesta a la crisis de forma que otras decisiones de calado —como la reforma de la Constitución impulsada junto al PP en verano de 2011 para introducir la llamada «regla de oro» del equilibrio presupuestario y la garantía de la deuda— se separaron definitivamente de consideraciones políticas. Ni la antes mencionada huelga general, ni las movilizaciones ciudadanas del 15-M que podían haber provocado un cierto giro a la izquierda en la gestión de la crisis (Navarro et al., 2011), ni una grave derrota electoral —en las municipales y autonómicas de mayo de 2011—, ni los pésimos vaticinios para las generales de noviembre, le iban a separar ya de una agenda de reformas liberales y ajustes de gasto que pondrían fin a la segunda etapa de gobiernos socialistas en la reciente historia democrática de España.


    Al final de su mandato, el legado económico de Zapatero —aunque en principio muy poco defendible por la tardanza con la que reaccionó ante la crisis, la improvisación de algunas respuestas o por los indicadores económicos tan objetivamente negativos que deja al marcharse— puede al menos reivindicarse en conexión con ese objetivo logrado de conseguir que España no sufriera ninguna intervención exterior (Francés, 2012). Es más, como se muestra en la Tabla 2.1, España comenzó en 2010 y 2011 a reducir su déficit público, mantener su deuda en márgenes manejables y, en comparación con otras economías de la eurozona, su situación se encontraba más bien en una zona intermedia entre los países fuertes y la periferia más vulnerable. Además, desde que la crisis pinchó la burbuja, España había conseguido empezar a mejorar en competitividad dentro de la eurozona, impulsar sus exportaciones (Banco de España, 2011) y reducir su dependencia de sectores poco productivos como el ladrillo, de forma que la salud de su economía se situaba ya en la zona media de la Eurozona9. Tampoco, pese a las huelgas o movilizaciones, se había roto la cohesión social ni los recortes de gasto habían sido tan profundos que hubiesen llevado a dejar de prestar los servicios públicos. El Estado había demostrado que tenía instituciones fuertes y una gobernanza estable. La economía española, mucho más diversificada y madura que la griega o portuguesa y más saneada que la italiana o irlandesa, afrontaba todavía un futuro difícil —con una perspectiva de nueva recesión— y parecía inevitable retrasar el calendario previsto de reducción del déficit, recuperación económica y creación del empleo. Sin embargo, en el momento en que Zapatero dejaba la Presidencia del Gobierno parecía casi garantizado que España seguiría en la vanguardia de la integración europea —superando los peores vaticinios que llegaron incluso a augurar una salida forzada del euro— y que en el medio plazo podría renacer con fundamentos más sólidos gracias en parte a las decisiones y reformas adoptadas en la segunda legislatura; pese a todo, mucho más fructífera en política económica que la primera en la que prácticamente no se hizo nada.


    Tabla 2.2. Prima de riesgo y calificación de la deuda pública en la eurozona10


    
      
        
        
        
      

      
        
          	

          	
            Prima de riesgo de la deuda pública

          

          	
            Calificación crediticia de la deuda pública

          
        


        
          	
            Alemania

          

          	
            0

          

          	
            AAA

          
        


        
          	
            Holanda

          

          	
            37

          

          	
            AAA

          
        


        
          	
            Finlandia

          

          	
            50

          

          	
            AAA

          
        


        
          	
            Austria

          

          	
            111

          

          	
            AAA

          
        


        
          	
            Francia

          

          	
            115

          

          	
            AAA

          
        


        
          	
            Bélgica

          

          	
            234

          

          	
            AA

          
        


        
          	
            España

          

          	
            345

          

          	
            AA-

          
        


        
          	
            Italia

          

          	
            489

          

          	
            A

          
        


        
          	
            Irlanda

          

          	
            678

          

          	
            BBB+

          
        


        
          	
            Portugal

          

          	
            1134

          

          	
            BBB-

          
        


        
          	
            Grecia

          

          	
            3278

          

          	
            C

          
        

      
    


    Fuente: S&P y Gobierno de España (2012) con datos de Financial Times


    
      
        8 La reforma introducía novedades para atajar la dualidad del mercado entre trabajadores eventuales e indefinidos, reducía los costes de despido a 20 días por año trabajado para las empresas con pérdidas, flexibilizaba la negociación colectiva y liberalizaba los servicios de colocación. Sin embargo, la reforma no gustó ni a la patronal —que la vio insuficiente— ni a los sindicatos —que convocaron la huelga— ni al PP que promovió otra reforma mucho más radical cuando llegó al Gobierno.

      


      
        9 Entre 2007 y 2011 España fue el cuarto país de la eurozona en mejorar la capacidad exportadora y el segundo en mejorar su situación fiscal entre 2009 y 2011 (The Lisbon Council, 2011).

      


      
        10 La prima de riesgo se refiere al diferencial de rentabilidad o sobreprecio que debe pagarse sobre el bono alemán a diez años en la compra de deuda pública equivalente de los diez principales países de la Eurozona —salvo, obviamente, Alemania— medido en puntos básicos en diciembre de 2011. La calificación crediticia de la deuda pública se refiere a los ratings que otorgaba la agencia Standard & Poor’s a los once principales países de la Eurozona en diciembre de 2011. Entre los seis países pequeños de la Eurozona, la calificación de la deuda y la prima de riesgo de Chipre, Eslovenia y Malta son peores que las de España. Las de Eslovaquia y Estonia son similares (aunque están algo mejor en prima de riesgo) y la de Luxemburgo es nítidamente mejor. Es decir, España se situaría en el lugar 10º de las 17 economías de la eurozona en cuanto a sostenibilidad de sus cuentas, en una situación complicada pero no especialmente grave.

      

    

  


  
    4. UN INTENTO DE EXPLICACIÓN DE LA POLÍTICA ECONÓMICA DESARROLLADA ENTRE 2008 Y 2011


    La política económica española desde poco tiempo después de la recuperación de la democracia —e incluso, con un punto de exageración, desde el Plan de Estabilización de 1959—, se ha caracterizado más por las líneas de continuidad que por las de fractura. Por supuesto, es posible identificar variaciones y distintos énfasis a consecuencia de los cambios de Gobierno, de las perspectivas electorales que tiene el partido en el poder, del impacto del diálogo con sindicatos y empresarios —o, en su caso, de la conflictividad social—, de los progresos en la integración europea o de la evolución de los marcos ideológicos y cognitivos que dominan en los decisores. Sin embargo, considerando las características mayoritarias del sistema político español y la consolidación de una relación muy conflictiva entre gobierno y oposición, resulta llamativo que la lógica de crispación entre PP y PSOE no tenga apenas efectos sustantivos cuando se han ido produciendo alternancias en el poder y que la mayor parte de las decisiones o posibles rectificaciones se expliquen casi siempre por el manejo de la coyuntura económica y no por auténticas variaciones en la orientación estratégica. Todos los gobiernos durante los últimos treinta años, ya fueran de uno u otro color, han compartido una similar visión ortodoxa, modernizadora y abierta al exterior de la política económica que convenía al capitalismo español y en todos los casos —aunque con matices que se explican por los factores partidistas, electorales, de acción colectiva, o de influencia europea antes mencionados— los Ministerios de Economía y Hacienda han disfrutado de gran autonomía y capacidad privilegiada para plasmar sus preferencias en las políticas efectivamente realizadas11.


    En efecto, la izquierda socialdemócrata y el centro derecha han canalizado sus abundantes diferencias programáticas en otros ámbitos, tales como el Estado del Bienestar, la educación, el medioambiente, el modelo territorial o incluso más recientemente la acción exterior. Sin embargo, y más allá de la hinchada retórica que es propia del control político que ejerce en España el principal partido de la oposición, resulta mucho más difícil observar discrepancias reales y cambios efectivos de orientación en política fiscal o monetaria y solo de manera tenue en política industrial o laboral. Esa suerte de gran consenso sobre el fondo, aunque desde luego no en las formas, se ha ido además combinando con una configuración institucional de la adopción de decisiones económicas que, aun con variaciones en el tiempo, se ha ido consolidando en lo fundamental: jerarquía gubernamental a favor del presidente y el ministro de Economía, fuerte cohesión dentro del partido del gobierno, desparlamentarización, influencia creciente aunque no desmesurada de las comunidades autónomas, consolidación de esferas de poder para sindicatos o empresarios —que incluyen capturas y capacidad de veto en algunos sectores— y, sobre todo, una progresiva europeización.


    Por tanto, a la hora de analizar las decisiones de política económica arriba descritas durante la segunda legislatura de Rodríguez Zapatero, debe partirse de esa premisa de continuidad que se remonta a la década de los ochenta. En ese sentido, el propósito principal de esta sección consiste en identificar los elementos de variación que se producen en el periodo 2008-2011 desde la perspectiva político-institucional y cognitiva; es decir, en lo relativo a la dimensión del estilo de elaboración de la política económica, al poder relativo de los distintos actores y a las ideas o paradigmas de política económica que estos mantienen. La explicación que se defiende aquí es que la profundidad y duración de la crisis fueron alterando esos elementos de manera progresiva y esa nueva constelación de las variables políticas explica la evolución en la toma de decisiones desde la inicial fase de negación de los problemas, pasando por un posterior activismo neo-keynesiano centrado en el lado de la demanda que duró año y medio, hasta llegar al radical giro producido a partir de mayo de 2010 cuando se adoptaron iniciativas excepcionales como la apuesta clara por la consolidación fiscal, una reforma unilateral del mercado de trabajo, una reestructuración más o menos ambiciosa del sector financiero y hasta una enmienda constitucional.


    Sostener aquí la utilidad del enfoque politológico para explicar la evolución del gobierno de la economía española durante este periodo no quiere decir que se considere muy relevante el factor puramente político —en el sentido de primacía de la acción sobre la estructura— sino, más bien al contrario, que las decisiones tomadas en cada momento durante estos cuatro años se entienden mucho mejor analizando los factores de naturaleza estructural que atendiendo a elementos más individuales de los principales actores. Es decir, el gobierno no fue realizando lo que resultaba más deseable para el presidente Rodríguez Zapatero, sino lo que era más predecible —aunque no necesariamente lo más acertado desde la perspectiva económica— en atención a la trayectoria previa y al marco político-institucional o cognitivo dominante en cada momento. Eso sí, lo que es extraordinariamente relevante del periodo analizado es que ese marco estructural y cognitivo, que en principio tiene vocación de permanencia, se fuera alterando simultáneamente con tanta rapidez por efecto de la severidad con que estaba golpeando la crisis. Y, en esa variación, el protagonismo de la variable europea fue adquiriendo cada vez mayor influencia.


    En la primera fase antes identificada en la evolución de la respuesta a la crisis por el Gobierno de Zapatero —la de negación o minimización— los elementos político-institucionales internos monopolizan la explicación de la política económica emprendida y el contexto exterior y europeo no desempeñan apenas ningún papel. De hecho, la idea defendida —que funciona a la vez como marco cognitivo para los principales decisores y como narrativa para la comunicación política— es que la solidez de la economía española en 2007/2008 era tal que la crisis, que ni siquiera merecía ser llamada así, consistía en un fenómeno exterior que apenas iba a alterar la pauta de crecimiento sostenido. En el contexto electoral, además, se evitaba cualquier giro que pudiese provocar descenso de votos, tensiones internas en el partido, problemas para las alianzas parlamentarias con otros grupos de izquierda que habían sostenido al Gobierno en la primera legislatura de Zapatero, malas relaciones con las CCAA y, sobre todo, ruptura de la paz social con los sindicatos.


    En la segunda fase, la que iba a durar hasta mayo de 2010, el equilibrio entre la importancia de los factores internos y la dimensión exterior —tanto por parte del G-20 como de la UE— es mayor. Aún se concede gran importancia al diálogo con los actores sociales, con la esperanza de recrear un gran pacto de tipo neocorporativo con trabajadores y empresarios. De hecho, el paradigma dominante, siquiera de forma efímera, es neo-keynesiano porque las preferencias ideológicas del presidente y del PSOE —que se imponen a un ministro de Economía más liberal o, al menos, más preocupado por la sostenibilidad de las cuentas— se combinaron con las iniciativas conjuntas del G-20 y de la UE para estimular la demanda y superar con medidas extraordinarias y heterodoxas la recesión mundial. Sin embargo, aún no se había abierto la ventana de oportunidad para reformas estructurales y ajustes fiscales por lo que incluso las CCAA lideradas por Cataluña pudieron atreverse a negociar y conseguir una nueva financiación territorial que, pese al momento tan grave, suponía mayores obligaciones de gasto para el Gobierno.


    La tercera fase, por último, va a alterar profundamente tanto los marcos cognitivos como el poder relativo de los actores. Por un lado, la retórica keynesiana se vuelve rápidamente a reemplazar por una nueva fe en las bondades de la consolidación fiscal y la competitividad, aunque sea por las exigencias que provoca el riesgo de intervención ante la insostenibilidad de la deuda. Por otro lado, los equilibrios previos del marco político-institucional interno saltaron por los aires. Las instituciones europeas —el Consejo Europeo, la Comisión, el ECOFIN, el Eurogrupo, el BCE e incluso Alemania o Francia directamente— pasaron a dominar la fijación de la agenda. Repentinamente, los sindicatos y la patronal —sustituida, además, por un foro de grandes directivos— dejaron de constituir un punto de veto para la reforma laboral o la de las pensiones, sin que tuviese efecto la huelga general convocada en septiembre de 2010. También se subordinaron los siempre complicados equilibrios territoriales a la necesidad imperiosa de controlar el gasto público o reformar el sector de las cajas de ahorro. El interés electoral del PSOE, hundido en las encuestas y sumido en una desorientación ideológica como el resto de la izquierda europea, dejó también de tomarse en consideración. La necesidad absoluta de calmar los mercados financieros o de atender los requerimientos del BCE o de Alemania a cambio de apoyo a la deuda pública alcanzaron incluso las políticas constitucionales que se abordan sin discusión: una reforma de la Constitución en agosto de 2011 y la negociación de un nuevo Tratado de estabilidad en noviembre para reforzar la gobernanza de la zona euro. Probablemente, una serie de factores institucionales propios del sistema político español —la cohesión gubernamental, la disciplina de partido, la estabilidad parlamentaria, la fuerza del ministerio de Economía— ayudaron en esa evolución, pero fue sin duda la UE, la que alteró los equilibrios y moldeó el cambio en el marco cognitivo de los principales decisores.


    
      
        11 Tras el desarrollismo de la dictadura, las concepciones keynesianas —acompañadas del mantenimiento de la empresa pública y del impulso de prácticas neocorporativas con los trabajadores y empresarios— fueron relativamente influyentes durante la transición pero dejaron de ser el paradigma dominante en la primera mitad de la década de los ochenta. A partir de entonces, y pese a que fue en ese momento cuando empezó a gobernar el PSOE, se expandieron rápidamente las ideas neoliberales y reformistas entre los principales decisores que además, a diferencia de lo que había ocurrido con los gobiernos de UCD durante el complejo periodo del cambio de régimen, no tenían ya que subordinar la gestión de los problemas económicos a las consideraciones de gran política. Véase, entre otros muchos, Gunther (1996), Subirats y Gomá (2001), o Royo (2008).

      

    

  


  
    5. CONCLUSIONES


    Aunque la virulencia de la crisis —y la poca perspectiva con la que puede aún analizarse dado que España sigue inmersa en ella— ha hecho que el foco del estudio sobre sus efectos se haya orientado especialmente sobre los aspectos sustantivos de política económica, este capítulo ha intentado ir más allá y analizar el porqué de las decisiones adoptadas para enfrentarse a la crisis coincidiendo con la segunda legislatura de Zapatero. La pasividad del gobierno socialista durante el cuatrienio anterior —cuando la situación de la economía española culminó su largo periodo de crecimiento acumulado y se consolidaron o aparecieron fuertes desequilibrios— va a contrastar con el creciente activismo a partir de 2008, de modo que una de las primeras conclusiones es que la economía se gobernó mucho más en el momento crítico que en los tiempos en los que la bonanza tal vez hubieran permitido que la burbuja se hubiese pinchado de forma más controlada.


    Por otro lado, el análisis relativamente cronológico de las grandes líneas de actuación desarrolladas entre 2008 y 2011 lleva a la distinción de tres fases en la gestión de la crisis: negación o minimización, respuesta a través de estímulos y reacción en forma de ajustes. El paso de una fase a otra estuvo motivado por la evolución de la crisis y las transformaciones de la estructura político-institucional y de los marcos cognitivos que llevaron a los decisores a actuar de una manera determinada. Y a la hora de dar cuenta de esas transformaciones, la explicación conduce de manera particularmente acusada a la variable europea.
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